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			Resumen. En esta obra se comparten algunas de las ideas fundamentales del Derecho constitucional argentino a partir de las clases que imparte el profesor Alfonso Santiago para los alumnos de grado y posgrado en la Universidad Austral. 


			En este segundo tomo, se estudian los distintos elementos que componen el complejo sistema político argentino y su interacción permanente: Estado, Gobierno, Administración Pública, sociedad o población, espacio o territorio, y ordenamiento jurídico. A su vez, se analiza la conformación interna del sistema federal argentino y los distintos tipos de relación que existen en un Estado federal. Además, se aborda el origen y el desarrollo histórico e institucional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el régimen constitucional de los municipios. También se estudia el Derecho constitucional internacional, es decir, el modo en el que el Estado argentino se articula y relaciona en el orden internacional y las diversas clases de tratados previstos en nuestra Constitución. A su vez, se examinan el fenómeno religioso, en su dimensión tanto personal como colectiva, las relaciones Iglesia-Estado en el sistema constitucional argentino y el modelo de la laicidad positiva. También se exponen aquí los sistemas electorales y el sistema de intermediación política, la naturaleza y las características del sufragio, los distintos sistemas electorales, el régimen de los partidos políticos y los mecanismos de democracia semidirecta. Por último, se estudia el sistema económico-financiero argentino: historia, evolución y actuales desafíos.
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			Prólogo al Tomo I


			Luego de casi cuarenta años de mi vida dedicados al estudio del Derecho constitucional y a la docencia, es una alegría poder compartir en este libro algunas de las principales ideas desarrolladas en mis clases.


			No solo me dedico académicamente al Derecho constitucional, sino que profeso públicamente mi profunda adhesión personal a sus principios y fines. Considero que el constitucionalismo es una de las mejores creaciones de la historia de la humanidad, uno de los mejores legados de la cultura occidental, cuyas semillas hoy se esparcen por todas partes del mundo. Tan admirable como que el hombre haya logrado poner un pie en la luna.


			


			Por ello, quisiera comenzar este libro suscitando el asombro e interés por este prodigio de civilización humana que es el Derecho constitucional.


			Con mucha audacia, tal vez rayana en la temeridad, me animaría a afirmar que, a la luz de la realidad jurídica de nuestros días, los cuatro hitos fundamentales de la historia del Derecho de Occidente son los siguientes:


			1) El surgimiento y desarrollo del Derecho romano que fraguó y consolidó la elaboración del Código Justiniano a mediados del siglo vi. Allí se contienen las bases de todo nuestro Derecho, en especial, del Derecho privado.


			2) La sanción del Código Civil de Napoleón aprobado por la ley del 24 de marzo de 1804, que recogió los intentos del modelo legal racionalista y pretendió monopolizar en el Estado la creación normativa, y estableció las bases del Derecho privado moderno que luego se difundieron por los diversos países.


			3) La sanción, en 1787, de la Constitución norteamericana, que puso en marcha el proceso del constitucionalismo moderno con notables transformaciones de los sistemas políticos y jurídicos durante los dos últimos siglos. Este acontecimiento fue complementado por el control judicial de constitucionalidad, en que los jueces dejaron de juzgar solo las conductas según las leyes y pasaron a ser también jueces de las propias leyes positivas. Puede mencionarse el caso “Marbury v. Madison”[1] de 1803 como uno de los Fallos más trascendentes en torno a la expansión de la función judicial desde su misma génesis histórica[2]. Este proceso, que tuvo lugar en Estados Unidos a comienzos del siglo xix, llegará a Europa, con características propias, a partir de la Constitución austríaca de 1920 y muy especialmente con la formación de los tribunales constitucionales alemán e italiano luego de la Segunda Guerra Mundial.


			4) La Declaración Universal de los Derechos Humanos, del 10 de diciembre de 1948, que expresa la conciencia jurídica universal acerca de la igual dignidad de la persona humana como principio fundamental que rige la convivencia nacional e internacional y sienta las bases para el progresivo desarrollo del Derecho internacional de los derechos humanos (DIDH).


			Estos cuatro hitos significaron transformaciones profundas en el sistema jurídico; modificaron notablemente la estructura normativa, la función judicial y el modo de pensar y operar el Derecho.


			


			El principal instrumento creado por el Derecho constitucional para el logro de sus fines es la existencia de una Constitución escrita, rígida y suprema. La Constitución significó el intento por subordinar al Derecho no solo el proceso de conformación de las autoridades públicas, sino también el ejercicio de todas sus atribuciones y funciones de gobierno. Los productos normativos de los órganos de gobierno dejaron de ser de “libre configuración jurídica” y pasaron ellos mismos a estar sometidos parcialmente a un Derecho positivo de carácter superior y supremo (higher law), integrado por normas de difícil reforma.


			La finalidad que persigue y la posición jurídica que pasó a ocupar el texto constitucional lo convirtieron en la primera y fundamental norma positiva, transformándolo en el puente entre las exigencias permanentes del Derecho natural y el contenido de las disposiciones legales[3]. A través de sus amplías previsiones, la Constitución tiende a receptar y desarrollar los contenidos del Derecho natural y cumple la función de integrar de modo coherente las distintas instancias normativas dentro de un único y jerarquizado sistema jurídico.


			En particular, estudiaremos en este libro el desarrollo del constitucionalismo que surge a partir de la sanción de la Constitución norteamericana en 1787 y se expande en sucesivas olas por todo el mundo. Como veremos más adelante, su propósito central es someter el proceso político al Derecho para conseguir una organización y una vida política que sea acorde a la igual e inviolable dignidad de la persona humana, que es su fundamento último.


			La experiencia me ha demostrado que los principales protagonistas del proceso de aprendizaje son los alumnos. Como bien afirma Josep Pieper, en la educación no son tan importantes las ideas que se transmiten como los pensamientos que se suscitan en el interior de cada estudiante[4]. Para ello, antes que nada, es necesario despertar en los alumnos la motivación por la materia cuyo estudio está por comenzar.


			El dictado de una materia y cada una de sus clases no es algo que se imparte, sino que fundamentalmente se comparte con sus destinatarios, cada alumno, en una empresa que es necesariamente común. Teniendo en cuenta esto, quisiera dejar planteados tres objetivos para el proyecto común de alumnos y profesores que es siempre el cursado de una materia.


			En primer lugar, pretendemos que los alumnos puedan conocer las instituciones fundamentales del Estado argentino, su sistema político y jurídico, del que la Constitución nacional es su columna vertebral (visión sistemática del Derecho). Conocer la Constitución nacional, cómo ella organiza el sistema institucional y el sistema normativo (Constitución jurídica) y cómo ello se verifica en la práctica histórica y política (Constitución real).


			


			En segundo lugar, aspiramos a que los cursantes puedan aprender acerca de lo que es el Derecho en general a partir de los conceptos e instituciones del Derecho constitucional. El Derecho se presenta como un instrumento para resolver los conflictos humanos que existen y existirán siempre en la realidad social (visión problemática del Derecho). El Derecho es lo que nos permite vivir pacíficamente respetando nuestra dignidad, y resolver racionalmente los inevitables conflictos de la vida social. En este sentido, el Derecho constitucional realiza aportes muy significativos para conseguir la paz y el orden social.


			Por último, un tercer objetivo común es que los alumnos aumenten el conocimiento y su compromiso en el campo de lo público. Esto implica que puedan pasar de ser meros habitantes a ciudadanos comprometidos con su país; que puedan reflexionar acerca de nuestra historia constitucional, nuestro presente y los desafíos que tenemos por delante; que logren convertirse en ciudadanos informados y formados, comprometidos con el bien común político de su país, y con una opinión fundada sobre los temas de debate actual. En suma, argentinos comprometidos con la Nación y con conocimiento suficiente sobre la problemática actual del país y del mundo.


			Dentro de cada uno de nosotros conviven dos dimensiones, la del homo economicus (la persona en su vida privada, atenta a sus intereses personales) y la del zoon politikon (la persona en tanto se preocupa por lo que sucede en la ciudad, en el mundo). Para que una Nación sea viable, es fundamental que el zoon politikon predomine por sobre el homo economicus en una parte importante de sus integrantes, entre los que han de encontrarse los estudiantes universitarios. Ellos forman parte de una privilegiada comunidad de aprendizaje y, por lo tanto, tienen la inmensa responsabilidad de aportar para la construcción de un país mejor.


			Corresponde reconocer y agradecer el trabajo de María Verónica Nolazco, Bernardo Braunstein y Pilar Basilici. Son ellos quienes, sobre la base de mis anteriores publicaciones y los contenidos de mis clases, han redactado la base inicial de este libro, que luego yo he revisado y completado. Sin su aporte, esta obra no existiría[5].


			A todos los alumnos con quienes he compartido y con quienes compartiré en adelante esta fascinante tarea de enseñar y aprender Derecho constitucional les dedico estas Lecciones con el deseo que su lectura despierte en ellos la pasión por el estudio del Derecho constitucional.


			


			Alfonso Santiago


			Buenos Aires, febrero 2023


			


			

				

						[1]. 5 U.S. (1 Cranch) 137 (1803).



						[2]. Sobre este punto, el Prof. Manuel García-Mansilla ha elaborado una interesante investigación tendiente a dilucidar el origen del control judicial de constitucionalidad. Allí, afirma que el control de constitucionalidad no surgió a partir de “Marbury v. Madison”, sino que existen otros casos anteriores. Además, sostiene allí que el control de constitucionalidad no fue un invento del Chief Justice Marshall, sino que ya estaba implícito en la función jurisdiccional en el sistema norteamericano. Véase M. García-Mansilla, “Marbury v. Madison y los mitos acerca del control judicial de constitucionalidad”, Revista Jurídica Austral 1, n.º 1 (2020): 9-89, https://doi.org/10.26422/RJA.2020.0101.gar. 



						[3]. “La idea de un Derecho fundamental o más alto (higher law) era claramente tributaria de la concepción del Derecho natural como superior al Derecho positivo e inderogable por este”. Cfr. Eduardo García de Enterría, La Constitución como norma y el tribunal constitucional (Madrid: Civitas, 1985), 51.



						[4]. Josep Pieper, El ocio y la vida intelectual (Madrid: Rialp, 1979).



						[5]. Agradezco también a las alumnas Ana Batallán, Gianella Fantín y Mía Mosca por los aportes efectuados para la realización de este trabajo. 



				


			


		


	

		

			Prólogo al Tomo II


			Es una gran alegría estar presentando este Tomo II de Lecciones de Derecho constitucional, elaborado con los valiosos aportes de varios profesores y alumnos[6] de la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, lo cual lo convierte en una obra colectiva realizada bajo mi dirección. La buena acogida que entre alumnos y colegas ha tenido el primer tomo de Lecciones de Derecho constitucional ha sido un importante estímulo para seguir adelante con el proyecto. 


			El Tomo I de Lecciones fue presentado por la Dra. Gabriela Ábalos, por el Dr. Fernando Toller y por los colaboradores de la obra en un acto que tuvo lugar el martes 27 de febrero de 2024[7]. Mereció también la elaboración de dos reseñas; una a cargo de la Dra. Ábalos, publicada en El Derecho[8], y la otra, de Magalí Miranda, aparecida en la Revista La Ley[9].


			Luego de haber estudiado en el Tomo I los conceptos básicos acerca del constitucionalismo y del Derecho constitucional, este segundo tomo de Lecciones está destinado al estudio del “Estado constitucional argentino” y está integrado por los Capítulos VI a XI. Al igual que el Tomo I, no se trata tanto de una obra científica como de un libro de texto destinado principalmente a la enseñanza de los contenidos de la materia “Derecho Constitucional I” que se dicta en la Universidad Austral a los estudiantes de las carreras de Abogacía, Ciencia Política y Relaciones Internacionales, siguiendo ordenadamente el Programa de dicha asignatura.


			


			En el Capítulo VI, que tiene un carácter introductorio, estudiaremos los distintos elementos que componen el complejo sistema político argentino: el Estado, el Gobierno, la Administración Pública, la sociedad o población, el espacio o territorio, y el ordenamiento jurídico. 


			Clarificado el concepto de sistema político, en el Capítulo VII estudiaremos la conformación interna de nuestro país como Estado federal. Ello requiere analizar el federalismo como forma de Estado y los distintos tipos de relación que existen en un Estado federal: relaciones de participación, de coordinación, de subordinación y de igualdad y cooperación de las provincias entre sí. Además, abordaremos el origen y desarrollo histórico e institucional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y el régimen constitucional de los municipios. 


			En el Capítulo VIII estudiaremos el Derecho constitucional internacional, es decir, las relaciones del Estado argentino con los demás países y la comunidad internacional. Repasaremos el sistema de fuentes del Derecho internacional, las diversas clases de tratados previstos en nuestra Constitución y los distintos modos de concebir la articulación entre el orden constitucional y el internacional. 


			Por su parte, en el Capítulo IX, abordaremos una realidad humana que, en cierto modo, está fuera del alcance de la competencia propia del Estado, pero que tiene una gran relevancia personal y social: el fenómeno religioso. Luego de repasar los distintos modelos históricos que rigieron las relaciones entre religión y política a lo largo de la historia de Occidente, desarrollaremos el modelo de la laicidad positiva, que propone una clara distinción entre Estado y comunidades religiosas, a la vez que plantea una consideración positiva del fenómeno religioso, por oposición a los modelos laicistas y fundamentalistas.


			El Capítulo X está dedicado al conocimiento del sistema de intermediación política, la naturaleza y características del sufragio, los distintos sistemas electorales, el régimen de los partidos políticos y los mecanismos de democracia semidirecta. 


			En el Capítulo XI estudiaremos el sistema económico-financiero argentino: el modelo económico que postula nuestra Constitución, los medios económicos con los que cuenta el Estado para atender a sus necesidades, la distribución de la potestad tributaria entre los diversos niveles de gobierno, el sistema de coparticipación federal de impuestos y las distintas etapas del ciclo del presupuesto público.


			El objeto de estudio de este Tomo II es el Estado argentino, esa compleja y multifacética realidad histórica, política y jurídica, que comprende al Gobierno y a la Administración Pública, pero que es más amplia que ellos, con los que fácilmente se lo confunde o identifica.


			Podemos decir que “estadista” es quien maneja con destreza la ciencia y el arte del gobierno de un Estado, comprende cabalmente su funcionamiento y realiza aportes significativos a su desarrollo y grandeza. Un estadista lleva el Estado en su cabeza y en su corazón, concibe su tarea de gobernante no solo como una profesión, sino como una auténtica vocación a la que consagra sus mejores energías. Hay muchos gobernantes, presidentes, ministros y gobernadores, pero pocos de ellos merecen el calificativo de estadistas.


			


			El conocimiento profundo del Estado requiere reflexionar sobre su configuración política, su régimen constitucional, su origen y su desenvolvimiento histórico, su estructura social y económica, su ubicación geopolítica, etcétera. Esos conocimientos son aportados por diversas ciencias que estudian la realidad estatal; entre otras: la Política, el Derecho, la Historia, la Sociología, la Geopolítica. Sus contribuciones enriquecerán los contenidos de los distintos capítulos que conforman este volumen.


			Es mi deseo que la lectura y el estudio de este libro contribuyan a la formación de futuros estadistas, de mujeres y hombres de “Estado” y de ciudadanos comprometidos con la realización de esa empresa común en la que todos estamos involucrados.


			Académico Dr. Alfonso Santiago


			Buenos Aires, octubre 2024


			


			

				

						[6]. Agradezco a los alumnos Fermín Olcese, Samirah Almendra, Francisco Sanz, Lucía Santilli, Victoria Guevara, Ignacio Arizu, María del Milagro Posse Angulo, Ana Batallán, María Ángela Fiorentini y María Quiñones por los aportes efectuados para la realización de este trabajo. 



						[7]. Puede verse el acto en https://www.youtube.com/watch?v=Cn0-UDpRJm8 [Consulta: 8/11/24].



						[8]. María Gabriela Ábalos, “Recensión al libro de Alfonso Santiago Lecciones de Derecho constitucional. Teoría de la Constitución y Organización del Estado. Tomo I: Constitucionalismo, Derecho constitucional y Constitución”, El Derecho (marzo 2024).
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			Segunda parte


			El Estado constitucional argentino


		


	

		

			Capítulo VI


			El sistema político argentino


			


			Nunca una persona ha visto al Estado. Sin embargo, ¿quién podría negar que se trata de una auténtica realidad? 


			George Burdeau


			En este capítulo, desarrollaremos el concepto de sistema político y cada uno de los seis elementos constitutivos del sistema político argentino y su tratamiento constitucional. En concreto, analizaremos:


			- El concepto de Estado, en particular, sus características, finalidades, atribuciones y la historia del Estado argentino a través de sus distintas etapas


			- El concepto de gobierno, sus distintos niveles y funciones


			- El concepto de Administración Pública, su origen y desarrollo históricos


			- El concepto de sociedad y el régimen constitucional previsto tanto para las personas como para los distintos grupos que la integran


			- El régimen constitucional del espacio o territorio como elemento del sistema político y de sus distintos componentes


			- El diseño constitucional del ordenamiento jurídico argentino


			6.1. Los elementos constitutivos del sistema político y su tratamiento constitucional[10]


			Todo sistema implica un conjunto de elementos constitutivos que interactúan en un todo con cierta regularidad y al servicio de una finalidad común[11]. El término “sistema político” puede tener diversas acepciones. Entre otros posibles significados, puede ser entendido como el conjunto de instituciones de gobierno conforme a una ideología[12] o como el proceso que integra las demandas sociales y las respuestas a cargo de los órganos de gobierno[13]. 


			Nosotros definiremos el sistema político como el conjunto de los elementos básicos constitutivos del Estado moderno, que interactúan dinámicamente entre sí. 


			Estos elementos, presentes en todo sistema político, son los siguientes: 


			- el Estado o comunidad política total,


			- el gobierno, 


			- la Administración Pública, 


			- la sociedad, 


			- el espacio o territorio 


			- y el ordenamiento jurídico.


			Gráfico 1. El sistema político
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			La complejidad progresiva que ha ido adquiriendo el Estado moderno ha hecho posible y conveniente que se acuda al término de “sistema político” para referirnos a él. El sistema político está integrado por las diversas partes del Estado que esencialmente, e interactuando de modo permanente entre sí, configuran una unidad de orden y de fin. El concepto de sistema político nos permitirá identificar y encuadrar los distintos aspectos de la compleja realidad política que es el Estado.


			Estado y sistema político son, en cierto sentido, sinónimos. Pero mientras el concepto de sistema político refiere al conjunto de elementos que interactúan en un todo, el de Estado se orienta a afirmar la unidad política y jurídica existente entre ellos. 


			La realidad constitucional nace y se desarrolla de modo ineludible dentro de la realidad estatal. Constitución y Estado son dos realidades y conceptos que se reclaman mutuamente[14]. La Constitución configura jurídicamente tanto al Estado o sistema político como al gobierno o sistema institucional y al ordenamiento o sistema jurídico.


			


			Seguidamente, analizaremos cada uno de los componentes básicos y esenciales del sistema político, comenzando por el propio Estado.


			6.2. El Estado. Concepto 


			El Estado o comunidad política es el conjunto de personas y grupos sociales que habitan en un determinado espacio o territorio bajo el mando de un gobierno soberano y subordinado a un ordenamiento jurídico propio, cuya finalidad es la obtención del bien común político[15]. Es un concepto totalizador de la organización y la vida social y política, en el ámbito de la temporalidad.


			Recordemos que no es lo mismo Estado que gobierno, así como la cabeza no es todo el cuerpo humano ni el rector o las autoridades académicas son toda la universidad, sino una parte de ella. Todos los ciudadanos formamos parte del Estado, pero solo las autoridades que lo dirigen forman parte del gobierno, que es la cabeza del Estado, y adoptan decisiones en su nombre. 


			Cabe señalar al Estado como la unidad política total que abarca y unifica los demás componentes del sistema político, frente a los cuales guarda la relación propia del todo con las partes. 


			El Estado no es un fin en sí mismo, es un instrumento al servicio de las personas. Aun reconociendo su naturaleza accidental, su carácter limitado y su condición instrumental al servicio de la persona, el Estado representa la unidad política fundamental, la instancia institucional final, el escenario activo de la vida y del proceso político, y el sujeto de la historia colectiva que, a través de sus diversas etapas, lo va configurando. Es, también, el titular último de las atribuciones y potestades públicas, y de la juridicidad estatal.


			En relación con la teoría de las causas postulada por Aristóteles en el siglo iv a. C., cabe recordar que la causa material del Estado son los elementos que lo componen (las personas y grupos sociales, el espacio o territorio y el gobierno), la causa formal es la constitución u organización política, la causa eficiente es la sociabilidad natural del hombre y la causa final es el bien común.


			Gráfico 2. Las causas del Estado según Aristóteles
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			La configuración del Estado varía en cada una de las distintas unidades políticas, que tienen modalidades propias. En el sistema político argentino, por ser federal, el Estado está integrado tanto por el Estado federal como, con la debida subordinación, por las provincias o Estados locales, que comprenden, a su vez, a los municipios, primer ámbito de realización de la vida política[16]. A su vez, el Estado comprende tanto al sector público, representado por el gobierno y la Administración Pública, como al sector privado, expresado por la sociedad. 


			En su configuración, inciden factores institucionales, históricos, políticos, económicos y culturales, en una síntesis integradora difícil de formular y expresar conceptualmente. En el caso de nuestro país, el Estado es la República Argentina. El artículo 35 de nuestra Constitución lo establece, sin mayor rigor terminológico: 


			Las denominaciones adoptadas sucesivamente desde 1810 hasta el presente, a saber: Provincias Unidas del Río de la Plata; República Argentina, Confederación Argentina, serán en adelante nombres oficiales indistintamente para la designación del gobierno y territorio de las provincias, empleándose las palabras “Nación Argentina” en la formación y sanción de las leyes.


			


			6.2.1. La soberanía estatal: noción actual, problemática de la globalización e interdependencia


			La soberanía es una propiedad fundamental del Estado, por la cual no se reconoce ninguna otra autoridad superior a él mismo de la que se dependa o que decida en su nombre. Germán Bidart Campos define a la soberanía como “la cualidad del poder que, al organizarse jurídica y políticamente, no reconoce dentro del ámbito de relaciones que rige otro orden superior de cuya normación positiva derive lógicamente su propia validez normativa”[17]. La soberanía significa poder supremo, pero no ilimitado ni absoluto, ya que todo poder estatal ha de estar siempre subordinado al Derecho y al servicio de la dignidad de la persona humana.


			Los estados soberanos conforman la comunidad internacional, que actualmente está compuesta por los ciento noventa y tres Estados que integran la Organización de las Naciones Unidas (ONU)[18].


			En estrecha relación con el concepto de soberanía, está el principio de autodeterminación de los pueblos, por el cual cada uno de los Estados son los que deben adoptar sus propias decisiones de gobierno de modo independiente sin intervención de otros Estados. En este sentido, señalan los artículos 1 y 3, inciso e, de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), respectivamente:


			La Organización de los Estados Americanos no tiene más facultades que aquellas que expresamente le confiere la presente Carta, ninguna de cuyas disposiciones la autoriza a intervenir en asuntos de la jurisdicción interna de los Estados miembros.


			Todo Estado tiene derecho a elegir sin injerencias su sistema político y a organizarse en la forma que más le convenga.


			Las relaciones entre el Estado nacional y las organizaciones y comunidades internacionales, regionales o universales han de estar regidas por el principio de subsidiariedad, por el que una comunidad mayor, en este caso la regional o universal, no ha de asumir decisiones o tareas que son propias de los Estados nacionales.


			También guarda conexidad con el concepto de soberanía el principio de supremacía constitucional, ya que en la Constitución se plasman las decisiones fundamentales que adopta sobre sí misma una determinada comunidad política, las cuales se expresan a través de las normas contenidas en el texto constitucional. 


			El modelo clásico de soberanía estatal, entendido como único y máximo poder que gobierna en un determinado territorio, ha sufrido algunas transformaciones en las últimas décadas, especialmente a partir de los procesos de globalización, regionalización y multilateralismo[19]. Actualmente, como consecuencia de esos fenómenos, se verifica una progresiva transferencia de competencias desde instancias nacionales a las supranacionales, con significativas incidencias en los distintos órdenes de la vida política[20], si bien esas transferencias de competencias son decididas por los propios Estados nacionales. El Estado argentino ha ratificado distintos tratados internacionales (TI) reconociendo competencias a organismos internacionales, por ejemplo, la ONU, la OEA —en el marco de la cual reconoció, además, la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte CIDH)—, el Mercado Común del Sur (Mercosur), entre otros. Estos tratados podrían ser, eventualmente, denunciados o modificados por el Estado nacional, retirando las competencias oportunamente otorgadas; ello, en el ejercicio de su poder soberano (conforme lo establecen los incs. 22 y 24 del art. 75, CN). 


			Profundizaremos en este tema al desarrollar el Capítulo VIII.


			6.2.2. Forma de Estado y forma de gobierno. Diferenciación 


			Forma de Estado y forma de gobierno no son la misma cosa. La forma de Estado hace alusión a cómo se estructuran y relacionan los elementos propios de todo Estado: gobierno, sociedad y espacio; mientras que las formas de gobierno hacen referencia a cómo se relacionan los elementos propios del gobierno, es decir, los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, en particular, los dos primeros.


			Podemos clasificar las formas de Estado teniendo en cuenta las relaciones de sus elementos fundamentales: gobierno, espacio (o territorio) y sociedad. Si consideramos la relación del gobierno con el espacio, tenemos las formas de Estado federal o unitaria, con diversos grados y matices de descentralización gubernativa. Si vinculamos al gobierno con la población, se pueden diferenciar tres formas de Estado: el democrático, cuando se les reconocen a sus ciudadanos tanto derechos civiles como políticos; el autoritario, si se les reconocen derechos civiles pero no políticos; o el autocrático o totalitario, cuando no se les reconocen ninguna clase de derechos.


			


			Gráfico 3. Las formas del Estado


			[image: ]


			En lo que hace a la relación entre el gobierno y el espacio, la forma del Estado argentino es federal, y en lo referente a la relación del gobierno con las personas, nuestra forma de Estado es democrática, ya que se les reconocen derechos civiles y políticos a sus integrantes. Por otra parte, en cuanto pretende encauzar su funcionamiento de acuerdo con pautas y procedimientos jurídicos y procura lograr una justa distribución de los bienes sociales y una adecuada igualdad de oportunidades, podemos caracterizar al Estado argentino como un Estado social de derecho.


			La primera declaración contenida en nuestra Constitución define su organización política del siguiente modo: “Artículo 1. La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal, según la establece la presente Constitución”. En este primer artículo se definen la forma de gobierno (representativa republicana) y la forma de Estado (federal) en nuestro país. En cuanto al modo en que se organiza y se estructura el poder del Estado en el territorio, la Argentina adopta un sistema federal. En el Estado federal argentino existen dos niveles de gobierno fundamentales. Por un lado, existe el Estado federal, soberano, al que deben subordinarse los Estados locales, denominados provincias, que son autónomas. Estas conforman, por otro lado, el segundo nivel de gobierno y ostentan lo que denominamos una autonomía de primer grado, como consecuencia de la cual se dan sus propias instituciones[21] y dictan para sí una Constitución. Ellas, a su vez, comprenden a los municipios, los que gozan de una autonomía de segundo grado, es decir, una autonomía que, aunque es reconocida por la propia Constitución nacional en el artículo 123, es regulada en su alcance por cada una de las constituciones provinciales.


			Hemos señalado que la forma de gobierno es la manera de organizar uno de los elementos del Estado: el gobierno. De acuerdo con lo señalado, la República Argentina adoptó para su gobierno la forma representativa republicana[22]. El sistema representativo divide el poder entre el titular del poder político, el pueblo o electorado, y quien lo ejerce, sus representantes que integran los órganos de gobierno. En ese sentido, el artículo 22 de la Constitución nacional establece que “el pueblo no delibera ni gobierna sino a través de sus representantes”, mientras que la segunda parte de la Constitución nacional se ocupa de establecer quiénes son esos representantes, el modo de su elección, la duración de su mandato, sus atribuciones, etcétera. Este régimen representativo ha sido complementado en la reforma de 1994 con la introducción de algunas formas de democracia semidirecta, como la iniciativa popular (art. 39) y la consulta popular (art. 40); la elección directa del presidente (antes mediada por la existencia de colegios electorales) y la participación y legitimación para la defensa de intereses colectivos por parte de determinados sujetos habilitados a esos efectos (arts. 42 y 43). 


			El sistema republicano de gobierno, por su parte, implica dividir el poder de modo horizontal, toda vez que conlleva que el poder soberano ejercido por el Estado nacional no recaiga en una única persona —como sería el caso de una monarquía absoluta—, sino que se distribuya entre distintos órganos del Estado. Tradicionalmente, esta división del poder ha sido tripartita[23], es decir, se distinguen tres poderes del Estado: el Poder Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial[24]. A partir de la reforma de 1994, se incorporó el Ministerio Público Fiscal dentro de la Sección Cuarta, del Título Primero de la Segunda Parte de la Constitución nacional, lo que ha dado lugar a la discusión dentro de la doctrina sobre si este se trata de un cuarto poder[25]. 


			Las notas tradicionales que caracterizan la forma republicana son las siguientes:


			a) división de poderes[26]; 


			b) elección popular de los gobernantes; 


			c) temporalidad del ejercicio del poder, o sea, renovación periódica de sus gobernantes[27]; 


			d) publicidad de los actos de gobierno; 


			e) responsabilidad de los gobernantes[28]; 


			f) igualdad ante la ley[29]. 


			Nos ocuparemos en particular de la forma de gobierno argentino en el Tomo III de estas Lecciones de Derecho constitucional. Allí analizaremos también las funciones y atribuciones de cada uno de los tres poderes del Estado y del Ministerio Público. 


			


			6.2.3. El poder estatal


			El Estado ejerce de modo exclusivo el poder público, la capacidad para ordenar, gobernar y dirigir la vida en común[30]. El mando imperativo-coactivo, el monopolio de la fuerza pública, la posibilidad de crear normas generales obligatorias que rijan la convivencia son algunas de las manifestaciones de ese poder público, que se reconoce en cabeza del Estado.


			Para llevar adelante su fin, es decir, el bien común político, se le reconocen al Estado distintas potestades, cuyo ejercicio está a cargo de los órganos de gobierno y de los organismos integrantes de la Administración Pública. Si un Estado no ejerce plenamente esas potestades o hay otros sujetos o contrapoderes que la ejercen total o parcialmente, se habla de la existencia de un Estado total o parcialmente fallido.


			El Estado ha de ejercer esas potestades sujeto plenamente a la juridicidad, con respeto al orden constitucional, con sentido institucional, con imparcialidad y objetividad, buscando el bien común político, sin favoritismos injustos hacia algún grupo o persona o en beneficio de los propios gobernantes, sin actos de corrupción. Estas situaciones, si se dieran, constituirían un claro “desvío de poder”, ya que este se ejercería para un fin distinto de aquel para el que fue reconocido o atribuido.


			Entre las potestades estatales, cabe diferenciar y mencionar las siguientes: la legislativa, la administrativa, la jurisdiccional, el poder represivo-penal, la tributaria, la expropiatoria, el poder de policía, la regulación y control de los servicios públicos, el arbitraje entre los distintos sectores, la planificación, etcétera.


			Dentro de todas ellas, las tres potestades clásicas y tradicionales son la legislativa, la ejecutiva y la judicial[31]:


			- La potestad legislativa, mayormente a cargo del Congreso de la Nación (cfr. art. 75, CN), consiste en la creación de normas de alcance general para regir la convivencia social.


			


			- La potestad administrativa, principalmente a cargo del Poder Ejecutivo (cfr. art. 99, CN), se traduce en la realización práctica y concreta de actividades tendientes a la prestación de los servicios públicos y a la satisfacción de las necesidades públicas básicas: seguridad interior y defensa exterior, salud, educación, cuidado del medio ambiente, etcétera.


			- La potestad jurisdiccional, básicamente a cargo del Poder Judicial (cfr. art. 116, CN), consiste en la resolución de manera pacífica, justa y fundada de los conflictos que se dan en el seno de la sociedad.


			Decimos “mayormente a cargo”, “principalmente a cargo” y “básicamente a cargo” porque, en nuestro diseño constitucional de separación de poderes con frenos y contrapesos, cada órgano ejerce de manera predominante una determinada función estatal y de manera secundaria las otras dos. Por ejemplo, el Congreso ejerce esencialmente la función legislativa, pero también ejerce la función jurisdiccional en el caso del juicio político o función administrativa cuando licita para la pintura del recinto. Del mismo modo, el Poder Ejecutivo ejerce esencialmente la función administrativa a través de la Administración centralizada y descentralizada, pero también ejerce la función jurisdiccional en el caso del indulto, y la función legislativa cuando dicta los reglamentos necesarios para darle efectividad a las leyes sancionadas por el Congreso. Por último, el Poder Judicial ejerce esencialmente la función jurisdiccional a través del dictado de sentencias, pero también ejerce la función legislativa cuando dicta su reglamento, y la función administrativa cuando licita para la compra de resmas de papel. Cabe mencionar también otras numerosas potestades con las que cuenta el Estado, como la represivo-penal o posibilidad de establecer y aplicar penas y sanciones (arts. 18 y 75, inc. 12, CN); la potestad tributaria o posibilidad de exigir obligatoria y coactivamente prestaciones dinerarias para atender las necesidades públicas (arts. 4, 17 y 75, incs. 1 y 2, CN); la potestad expropiatoria, consistente en el traspaso compulsivo de un bien privado al Estado para atender una necesidad de bien común, decidido por una ley, previa indemnización (art. 17, CN), o el poder de policía, que regula el ejercicio de los derechos constitucionales (arts. 14 y 28, CN) y el poder de policía de prosperidad, que busca también promover el bienestar general y el desarrollo humano con justicia social (art. 75, inc. 18). 


			También, el Estado, en tanto promotor del bien común, debe fomentar la inclusión social, adoptando para ello medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución y por los TI vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad (art. 75, inc. 23, CN).


			


			6.2.4. El Estado constitucional, convencional, democrático, social, subsidiario y personalista de derecho 


			Como fruto del proceso histórico del constitucionalismo, podríamos decir que el modelo o paradigma actual de la organización política es un Estado que tiene las siguientes notas o características: Estado constitucional, convencional, democrático, social, subsidiario y personalista de derecho. Remitimos a lo ya desarrollado en el Tomo I, apartado 1.4.3.5, con respecto a cada una de estas notas. 


			Solo cabe agregar que la nota democrática no fue receptada en el texto de la Constitución originaria de 1853-1860. Con posterioridad, fruto de las reformas constitucionales de 1949, 1957 y 1994, en la actualidad, el término “democracia” aparece mencionado en los artículos 14 bis; 36; 38; 75, incisos 19 y 24. Sin embargo, podemos calificar al Estado argentino como democrático no solo porque establece el sufragio como modo de elección de los representantes (aspecto formal de la democracia)[32], sino también, en un sentido sustantivo, porque se reconoce a los habitantes y ciudadanos derechos civiles y políticos previos que no pueden ser desconocidos ni alterados en su contenido esencial y deben ser garantizados y promovidos[33]. Es esta finalidad la que hace especialmente valiosa y atractiva a la democracia, concebida como forma de Estado y no tan solo como un sistema de gobierno. 


			6.2.5. Los fines del Estado y los bienes que debe asegurar. Los fines del Preámbulo. El bien común político como finalidad última del Estado


			Hemos ya definido al bien común político como el conjunto de condiciones materiales y espirituales que favorecen el normal y pleno desarrollo de la persona humana y de los grupos sociales que conforman una determinada comunidad política. El bien común político es el fin del Estado y está integrado por aquellos bienes básicos tales como, entre otros, la protección de la vida, la libertad individual y la propiedad privada, el orden público, la defensa exterior, la seguridad interior, la seguridad jurídica, la estabilidad monetaria y el crecimiento económico, la educación pública, la salud pública, la igualdad de oportunidades, la justa distribución de los bienes, la integración social, el acceso a la justicia, la participación política, la ética y la moralidad públicas. Todos estos bienes son necesarios para el normal desarrollo de la persona humana y de los grupos sociales que integran una determinada sociedad[34].


			La propia Constitución nacional, en su Preámbulo, indica cuales son los fines, los objetivos para los cuales se crea el Estado nacional y para cuya consecución se ha dictado la propia Constitución: 


			• constituir la unión nacional, 


			• afianzar la justicia, 


			• consolidar la paz interior, 


			• proveer a la defensa común, 


			• promover el bienestar general, y


			• asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra posteridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino[35]. 


			Gráfico 4. Los fines del Estado
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			Explica Sagüés el alcance de cada uno de estos objetivos de la siguiente manera:


			a) Constituir la unión nacional: directriz que satisface una meta histórica concreta (reunir un país entonces disperso en catorce provincias), erigiendo un Estado federal; y una meta permanente: consolidar un sistema nacional perpetuo y asegurar la supervivencia de la sociedad argentina.


			b) Afianzar la justicia: en un doble sentido, realizar el valor justicia, y tutelar una recta administración de esta. Como consecuencia, se desprende la inconstitucionalidad de normas y sentencias injustas. El comportamiento estatal injusto es, simultáneamente, inconstitucional.


			c) Consolidar la paz interior: propósito destinado a concluir con décadas de guerra civil. La Constitución habla de “paz”, concepto más exigente que el mero “orden”; ya que la paz requiere legitimidad o justicia en el orden.


			d) Proveer a la defensa común: fin que complementa al anterior, ya que obliga a adoptar las medidas necesarias para repelar agresiones exteriores y custodiar la seguridad colectiva. Con esto se vincula la “defensa” y “seguridad común” mencionadas en el artículo 75, inciso 2.


			e) Promover el bienestar general: objetivo de suma importancia, pues, como vimos, significa para la Corte Suprema declarar el bien común como fin del Estado (el art. 75, inc. 2, habla de “bien general” del Estado...). El bien común, según se explicó, opera como valor síntesis, comprensivo de una cuota básica de justicia, orden, igualdad, libertad, cooperación, solidaridad, etc., necesarias para alcanzar la realización de las personas. En concreto, la satisfacción del bien común es lo que legitima al Estado y le da justo título de mando.


			f) Asegurar los beneficios de la libertad: este se proclama “para nosotros, para nuestra posteridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino”. La Constitución adopta, así, enfáticamente, una definición antiautoritaria y antitotalitaria[36].


			A su vez, agrega: 


			El concepto de libertad que maneja la Constitución tiene, en una interpretación histórica, un sentido negativo: equivale a que el Estado no interfiera en el desarrollo de los derechos personales. En una versión posterior, propia de un Estado social de derecho, innegable a partir de la reforma de 1957, implica algo más: un sentido positivo, que consiste en que las personas adquieran las condiciones culturales económicas para que, efectivamente puedan realizar sus derechos…[37].


			En cada etapa histórica, se pondrá un particular acento en el logro o mejoramiento de algunos de estos bienes señalados en la Constitución, de acuerdo con las necesidades del momento y con las aspiraciones sociales predominantes[38].


			


			6.2.6. La formación del Estado argentino. Etapas históricas


			El Estado argentino nace con el proceso de independencia iniciado en 1810 con la Revolución de Mayo y consolidado en 1816 con la Declaración de Independencia. Es uno de los cuatro Estados que surgen con motivo de la desintegración del Virreinato del Río de la Plata, junto con Uruguay, Paraguay y Bolivia.


			Luego de algunos intentos fallidos, recién en 1853, tras cuarenta y tres años desde su nacimiento, logra sancionar una Constitución, pero habrá que esperar hasta 1860 para que la provincia de Buenos Aires se incorpore a la Federación y se establezca el texto constitucional definitivo. En este sentido, se puede dividir el proceso de formación del Estado argentino en dos etapas: la preconstitucional (1810-1853) y la constitucional (1853 en adelante). A la vez, dentro de la etapa constitucional, pueden distinguirse tres períodos: 


			- el inicial (1853-1930), 


			- el de la discontinuidad institucional con alternancias entre gobiernos de facto y gobiernos de iure (1930-1983), 


			- y el de la restauración democrática (1983 en adelante).


			6.2.6.1. La etapa preconstitucional


			La formación y consolidación del Estado argentino no fue una tarea sencilla. Desde la Revolución de Mayo de 1810, hubo que esperar seis años hasta la Declaración de Independencia de la colonia española en 1816[39]. El Congreso de Tucumán fue, luego de la Asamblea del año XIII, la segunda reunión de un cuerpo legislativo con finalidad constituyente, convocado con participación de representantes de las provincias[40]. No fue fácil ponerse de acuerdo ni sobre la forma de gobierno ni sobre la forma de Estado que adoptaría nuestro país, lo cual se vio reflejado en la sucesión de documentos constitucionales dictados entre 1816 y 1826; a saber: 


			- el Estatuto Provisorio de 1816, aprobado por el Congreso General Constituyente en Tucumán[41];


			


			- el Reglamento Provisorio de 1817; 


			- la Constitución de 1819, que instauraba un régimen mixto, con ingredientes monárquicos, aristocráticos y democráticos en la organización del gobierno nacional —de conformación unitaria, pues no reconocía a las provincias como estructuras autónomas—; 


			- la Constitución de 1826, que adoptaba la forma de Estado unitaria y que fue rechazada por las provincias, las que, mediante una serie de pactos interprovinciales, convocaron en 1827 a un nuevo Congreso General Constituyente para adoptar la forma de Estado federal, el cual finalmente no cumplió su misión constituyente.


			Tanto en 1820, luego de la batalla de Cepeda en la que los caudillos López y Ramírez vencieron al director supremo Rondeau, como en 1827, tras la renuncia del presidente Vicente López, se produjo la disolución de las autoridades nacionales y el progresivo surgimiento de las catorce históricas provincias argentinas. 


			A partir de entonces, se generó lo que Sagüés denomina el “constitucionalismo inorgánico”, por cuanto la Confederación Argentina pasó a regirse por una base documental inorgánica, cuyo instrumento jurídico fundamental era el Pacto Federal de 1831[42], al que se le sumaron otros instrumentos secundarios y cuyo órgano de gobierno era el gobernador de la provincia de Buenos Aires, Juan Manuel de Rosas, con competencias derivadas de dichos instrumentos y del Derecho constitucional consuetudinario[43].


			Pasados veinte años de la firma del Pacto Federal —entre cuyas cláusulas se preveía la convocatoria a un Congreso General Federativo—, se sucedió la Batalla de Caseros, con la victoria de Justo José de Urquiza por sobre Juan Manuel de Rosas. Esto condujo a la firma del Acuerdo de San Nicolás, de 1852, por parte de todos los gobernadores de las provincias argentinas existentes a esa fecha. En él se ratificó al Pacto Federal como ley fundamental y se convocó a un Congreso General Constituyente. 


			Empero, unos meses más tarde, con motivo de la revolución del 11 de septiembre de 1853, la provincia de Buenos Aires rechazó el Acuerdo de San Nicolás y quedó formalmente separada de la Confederación Argentina hasta 1859, oportunidad en la que se uniría definitivamente, luego de la Batalla de Cepeda, en la que Urquiza venció a Mitre y tras la que se firmó del Pacto de San José de Flores. Esto dio lugar a la reforma constitucional de 1860. Al respecto, remitimos a lo desarrollado en el Tomo I, apartado 4.6.


			


			6.2.6.2. La etapa constitucional


			El Congreso General Constituyente de 1852-1853, celebrado en Santa Fe, permitió finalmente la organización constitucional mediante el dictado de la Constitución nacional que hoy nos rige, con sus reformas de 1860, 1866, 1898, 1949, 1957 y 1994. 


			a) Período inicial (1853-1930)


			La sanción de la Constitución estuvo lejos de conseguir la pacificación y consolidación del orden constitucional. Seguidamente, se detallan los hitos de este período inicial:


			- Durante la presidencia de Urquiza (1854-1860), la provincia de Buenos Aires se mantuvo separada de la Confederación. Por lo tanto, las autoridades residieron en Paraná durante ese lapso. Como hemos mencionado, el 11 de noviembre de 1859, el presidente Urquiza venció al general Mitre, de la provincia de Buenos Aires, en la Batalla de Cepeda. En consecuencia, se firmó el Acuerdo de San José de Flores, lo que condujo a la incorporación definitiva de Buenos Aires al Estado argentino y a la reforma constitucional de 1860.


			- Durante la presidencia de Derqui (1860-1861), se produjo un nuevo enfrentamiento entre Buenos Aires y la Confederación; esta vez con el triunfo de Mitre, en ese entonces gobernador de Buenos Aires, por sobre Urquiza en la Batalla de Pavón. Esto provocó la renuncia del presidente Derqui y la asunción de su vice, Esteban Pedernera, quien frente a la crisis declaró disuelto el gobierno federal. Por este motivo, Mitre asumió el gobierno nacional de facto hasta su elección como primer presidente constitucional del país unificado en 1862.


			- Durante la presidencia de Mitre (1862-1868), tuvieron lugar tanto la guerra con el Paraguay (1865-1869) como las luchas civiles en el noroeste, motivadas por el Chacho Peñaloza, quien fue finalmente derrotado y asesinado.


			- En la presidencia de Sarmiento (1868-1874), se produjeron el asesinato de Urquiza y las sublevaciones de López Jordán en Entre Ríos.


			- Durante la presidencia de Avellaneda (1874-1880), se produjo el enfrentamiento entre Carlos Tejedor, gobernador de la Provincia de Buenos Aires, y las autoridades federales con motivo de la capitalización de Buenos Aires, cuestión que quedaría zanjada en 1880. Las fuerzas federales vencieron a las milicias provinciales y el gobernador Carlos Tejedor renunció. Mediante la Ley 1029 enviada al Congreso por Avellaneda, Buenos Aires fue declarada Capital Federal. Por este motivo, en 1882, la provincia de Buenos Aires trasladó su capital provincial a la ciudad de La Plata.


			Todos estos datos muestran la resistencia de las fuerzas provinciales a someterse al gobierno federal y al nuevo orden establecido en la Constitución, que recién logró consolidarse hacia 1880. Sin embargo, las presidencias que se sucedieron luego de esa fecha no estuvieron exentas de conflictos: 


			- Durante las presidencias de Juárez Celman (1886-1890)[44], de Luis Sáenz Peña (1892-1895) y de Manuel Quintana (1904-1906), tuvieron lugar las revoluciones radicales de 1890, 1893 y 1905, que pugnaban por establecer elecciones libres y transparentes.


			- Durante la presidencia de Roque Sáenz Peña (1910-1914), se sancionó la ley que instituye el voto universal, secreto y obligatorio, aunque solo reservado a los hombres. Ello permitiría el acceso del radicalismo al poder, con las presidencias de Hipólito Yrigoyen (1916-1922 y 1928-1930) y de Marcelo T. de Alvear (1922-1928).


			- Por último, el golpe de Estado del 6 de septiembre de 1930 puso fin a casi siete décadas de continuidad institucional con el sucederse de los distintos gobiernos de acuerdo con las disposiciones de nuestra Constitución nacional.


			Más allá de estos avatares políticos y constitucionales, en ese primer período tuvo lugar un impresionante proceso de consolidación del Estado argentino. En poco menos de ocho décadas, la Argentina pasó de un millón de habitantes en 1853 a casi once millones en 1930; en ese lapso duplicó su territorio con la conquista de la Patagonia y los territorios del Chaco; y constituyó su gobierno federal, convertido en auténtico agente del desarrollo económico y educativo de nuestro país, llevando a la práctica lo dispuesto en la cláusula del progreso del artículo 75, inciso 18, de nuestra Constitución. 


			b) El período de la inestabilidad institucional (1930-1983)


			Este período de cinco décadas se caracteriza por numerosos golpes de Estado (1930, 1943, 1955, 1962, 1966 y 1976), la sucesión de gobiernos de facto cada vez más largos y gobiernos de iure cada vez más cortos, la presencia del fraude electoral en las décadas de los años treinta y cuarenta, la llegada del peronismo al poder en 1946, las reformas constitucionales de 1949 y 1957, las proscripciones electorales del peronismo entre 1955 y 1973, el surgimiento de la subversión y su represión ilegal durante la década de los setenta y la Guerra de Malvinas en 1982.


			c) El período de la restauración democrática (1983 - actualidad)


			A fines de 1983, se produjo la restauración democrática y la plena recuperación de la vigencia de la Constitución nacional que nos rige desde ese momento ininterrumpidamente. De estos años, cabe destacar algunas luces:


			


			- Llevamos más de cuatro décadas de continuidad democrática, sin golpes de Estado que la hayan interrumpido.


			- Nuestro sistema electoral ha funcionado adecuadamente, sin proscripciones y con la suficiente transparencia en los resultados finales que se obtuvieron.


			- Hemos tenido en este período seis alternancias pacíficas en el poder: 1989, 1999, 2003, 2015, 2019 y 2023.


			- Por primera vez en nuestra historia, desde 2003 hasta 2023, hubo cinco presidentes que completaron enteramente su mandato presidencial.


			- Se ha podido reformar de modo legítimo y consensuado la Constitución nacional en 1994.


			- Llevamos veinte años sin intervenciones federales y más de veinte sin declaraciones de Estado de sitio.


			- Se han logrado detener fuertes embates contra la independencia judicial, como fueron algunas de las leyes sobre la democratización de la justicia y el juicio político a todos los jueces de la Corte Suprema en 2023.


			- Se han frenado intentos reeleccionistas de los gobernadores provinciales porque se los consideraba contrarios a las disposiciones de sus propias constituciones provinciales[45].


			- Se ha consolidado en nuestro país una cultura de reconocimiento de los derechos humanos y se ha establecido una protección subsidiaria de ellos a través del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH).


			- El sistema institucional resistió ante las fuertes crisis sociales y económicas, especialmente graves, como las de 1989 y 2001.


			El balance, desde el punto de vista institucional, es positivo, especialmente en términos relativos, si se compara este período con todos los otros momentos de nuestra historia nacional, más allá de sus muchas sombras y las numerosas asignaturas que aún tenemos pendientes. Problemas como la corrupción pública, más de un tercio de los cargos judiciales federales sin cubrir, la falta de nombramiento del Procurador General y del Defensor del Pueblo, la plaga de los decretos de necesidad y urgencia (en 40 años el Congreso sancionó 4400 leyes y los distintos presidentes sancionaron 1100 DNU: un DNU cada cuatro leyes[46]) y la progresiva instauración de una cultura política crecientemente agresiva son claras muestras de las asignaturas pendientes en lo que se refiere a la calidad institucional de nuestro país. Podemos decir que hemos aprobado la materia Instituciones I, hemos desaprobado y estamos recursando Instituciones II, y queda para más adelante Instituciones III. 


			


			Si estas cuatro décadas dejan algún saldo favorable en cuanto al sistema institucional, ello no ocurre en materia de políticas públicas, donde los indicadores económicos, sociales y educativos nos muestran notables discontinuidades y fracasos en el logro de los objetivos planteados por nuestra Constitución.


			6.2.7. La protección del orden constitucional (art. 36, CN, y Ley 23.077) 


			Como mencionamos en el Tomo I, es una exigencia básica y fundamental del Estado constitucional de derecho que la vida y la organización institucional del país se desarrollen conforme a las previsiones constitucionales, consolidando los regímenes democráticos y haciendo que desaparezca la práctica de los golpes de Estado, que, en sus múltiples maneras, ha asolado la vida política de nuestro país.


			La defensa del orden democrático ha pasado a ser un objetivo consagrado constitucional y legislativamente desde la reforma de 1994. Así el artículo 36 de nuestra Constitución nacional señala:


			Esta Constitución mantendrá su imperio aun cuando se interrumpiere su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático. Estos actos serán insanablemente nulos.


			Sus autores serán pasibles de la sanción prevista en el Artículo 29, inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de penas.


			Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen funciones previstas para las autoridades de esta Constitución o las de las provincias, los que responderán civil y penalmente de sus actos. Las acciones respectivas serán imprescriptibles.


			Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este artículo


			Atentara asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos. 


			El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.


			La protección de este contenido básico del Estado constitucional de derecho es también una preocupación de la comunidad de Estados a nivel regional y universal, tal como lo demuestran la Carta Democrática Interamericana y las intervenciones de la OEA cuando estuvo en riesgo la continuidad democrática en los países de la región. Para garantizar también esta continuidad, el Estado ha de monopolizar el uso de la fuerza pública y no han de existir otros grupos sociales o contrapoderes que la ejerzan o desafíen a las autoridades legítimamente constituidas. 


			Del juego armónico de los párrafos primero y segundo del transcripto artículo 36, surge un delito constitucional[47]: el de interrumpir la observancia de la Constitución por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático. En el tercer párrafo, se establece un segundo delito constitucional: el de usurpar funciones previstas para las autoridades de la Constitución o las de las provincias. Por otra parte, luego de establecer que dichos actos son nulos y las acciones para reprimir a sus autores imprescriptibles, el artículo 36 reconoce el derecho de resistencia de todos los ciudadanos contra quienes ejecuten los actos de fuerza enunciados en dicho artículo. La Constitución nacional viene así a constitucionalizar el derecho natural de resistencia a la opresión[48]. Finalmente, el artículo señala que también atentan contra el sistema democrático quienes realizan actos de corrupción. 


			La corrupción es un auténtico cáncer que carcome las bases mismas de la legitimidad de nuestro sistema democrático, y lo reduce a una vistosa apariencia, carente de un soporte axiológico real que promueva el legítimo respeto y credibilidad de las instituciones y autoridades públicas. Además, genera una ineficiencia operativa que perjudica especialmente a los sectores más vulnerables. 


			La corrupción es un fenómeno presente en buena parte de los países del mundo. Sin embargo, en nuestro país, la situación es especialmente grave. En los índices internacionales sobre corrupción de transparencia, la Argentina se ubica en el puesto 105 entre 178 naciones, en una de las peores performances relativas de nuestro país en el mundo. Algunos de nuestros países vecinos, como Uruguay y Chile, si bien tienen casos de corrupción, ostentan índices y ambientes claramente más éticos que el argentino, por lo que ni el origen histórico ni la conformación social son determinantes para explicar nuestros niveles de corrupción.


			Las prácticas venales que se advierten en la vida de las instituciones públicas, unidas a la expansión creciente del narcotráfico, con su inmenso poder corruptor, hacen aún más endebles y vulnerables en la actualidad las bases mismas del funcionamiento de nuestro sistema político, en particular, respecto del financiamiento de los partidos y dirigentes políticos y de la tarea de las fuerzas policiales, y de los jueces y fiscales.


			


			En cumplimiento de la manda constitucional establecida en el último párrafo del artículo 36 de la Constitución nacional, el Congreso de la Nación sancionó la Ley 25.188 sobre ética en el ejercicio de la función pública, la principal norma interna dictada sobre esta materia. Esta ley establece “el conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades” a que están sujetas todas las personas que se desempeñen en la función pública (art. 1). Su articulado está repleto de referencias a la ética personal y social alejada de cualquier neutralidad axiológica. De este modo, el Estado exige a sus funcionarios que su actuación se adecue a parámetros éticos elevados. El artículo 2 enumera los deberes éticos de los funcionarios públicos del siguiente modo:


			a) Cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten y defender el sistema republicano y democrático de gobierno;


			b) Desempeñarse con la observancia y respeto de los principios y pautas éticas establecidas en la presente ley: honestidad, probidad, rectitud, buena fe y austeridad republicana;


			c) Velar en todos sus actos por los intereses del Estado, orientados a la satisfacción del bienestar general, privilegiando de esa manera el interés público sobre el particular;


			d) No recibir ningún beneficio personal indebido vinculado a la realización, retardo u omisión de un acto inherente a sus funciones, ni imponer condiciones especiales que deriven en ello;


			e) Fundar sus actos y mostrar la mayor transparencia en las decisiones adoptadas sin restringir información, a menos que una norma o el interés público claramente lo exijan;


			f) Proteger y conservar la propiedad del Estado y solo emplear sus bienes con los fines autorizados. Abstenerse de utilizar información adquirida en el cumplimiento de sus funciones para realizar actividades no relacionadas con sus tareas oficiales o de permitir su uso en beneficio de intereses privados.


			A su vez, nuestro país ha suscripto diversos TI sobre la materia, fruto de la preocupación de la comunidad internacional acerca del fenómeno de la corrupción, que socava la legitimidad de todo poder público. Entre esos instrumentos, cabe mencionar los siguientes:


			a) Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción,


			b) Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Transnacional Organizado,


			


			c) Convención Interamericana contra la Corrupción,


			d) Convención para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales de la OCDE.


			Sin embargo, el establecimiento de normas que combatan la corrupción es de por sí completamente insuficiente para enfrentar y vencer el deplorable y extenso fenómeno de la corrupción pública. Se requiere un profundo cambio de cultura política por parte de las autoridades, las instituciones sociales y la ciudadanía en su conjunto. Sin un cambio de cultura política, de pautas de conducta personales y sociales no meramente declamadas sino efectivamente vividas, será imposible avanzar con éxito en la lucha contra la corrupción y la instauración de la ética pública conforme lo establecido en el artículo 36 de la Constitución nacional. Ese cambio de cultura política implica, entre otras, las siguientes cuestiones claves y cruciales:


			a) Tolerancia cero hacia toda práctica corrupta, por pequeña que parezca, con sanciones sociales, electorales y jurídicas a quienes se benefician de ella.


			b) Necesidad de liderazgos políticos auténticamente comprometidos con la reversión de la situación antes descripta y con la instauración de una ética que rija la gestión pública.


			c) Determinación por parte de fiscales y jueces para investigar y castigar los delitos de corrupción (operación mani puliti desarrollada de modo permanente y continuo).


			d) Aplicación de la figura penal del crecimiento patrimonial injustificado para quienes se hayan enriquecido sospechosa y llamativamente.


			e) Establecimiento del carácter imprescriptible de los delitos vinculados a los supuestos de corrupción.


			f) Adecuado y efectivo funcionamiento de las instituciones y de los instrumentos de transparencia y control de la gestión ya establecido en las leyes (accountability).


			g) Compromiso de los medios de comunicación en la investigación periodística y denuncia pública de los hechos de corrupción.


			h) Estudio y adopción de decisiones para el financiamiento transparente de los partidos políticos y de las campañas electorales.


			i) Existencia en todos los niveles de gobierno de una carrera administrativa meritocrática y adecuadamente remunerada, con estándares éticos elevados y sanciones claras y efectivas para quienes no los cumplan.


			j) Compromiso de las empresas, entidades empresarias e instituciones sociales para no realizar en ningún caso prácticas corruptas y denunciar a quienes las realicen.


			k) Educación en la importancia de la honestidad en el manejo de las cuestiones públicas para que cada ciudadano comprenda y reconozca los efectos devastadores que produce la corrupción, de modo tal que se contribuya a la formación de convicciones personales firmes que resistan la fuerte presión de los incentivos económicos propios de las prácticas corruptas.


			


			Así como fuimos colectivamente capaces de obtener la restauración democrática después de más de medio siglo de prácticas golpistas, los argentinos debemos tomar conciencia y poner remedio al gravísimo problema de la corrupción que hoy nos invade.


			6.3. El gobierno 


			Ya hemos señalado que uno de los elementos centrales del sistema político es el gobierno, ya que tiene a cargo la conducción y dirección del Estado. Está integrado por los órganos que adoptan las decisiones y ejercen las potestades estatales —antes señaladas—, mediante el ejercicio de las atribuciones que le reconoce la Constitución[49].


			La Constitución diseña el sistema de gobierno o sistema institucional estableciendo el modo de designación de los distintos órganos que lo integran, sus atribuciones y funciones y sus relaciones recíprocas. Todos los actos de gobierno han de estar sometidos al Derecho y ser razonables y fundados (arts. 28 y 43, CN), bajo pena de que sean considerados inconstitucionales.


			Profundizaremos el análisis de cómo la Constitución nacional diseña el gobierno como elemento del sistema político en nuestro país en el Tomo III, al cual remitimos. 


			6.4. La Administración Pública: origen y desarrollo histórico. Su actual importancia. Administración centralizada y descentralizada. Los servicios públicos


			La Administración Pública es otro de los elementos de un sistema político en nuestros días. Está integrada por un conjunto de organismos públicos que tienen a su cargo, bajo la conducción de los órganos de gobierno, la realización o fiscalización de actividades consideradas de particular interés público y necesarias para el desenvolvimiento de la vida social y la satisfacción de los intereses colectivos fundamentales.


			Es un elemento que se ha desarrollado notablemente con el Estado moderno; incide fundamentalmente en la configuración y el funcionamiento del sistema político en nuestros días. Sin la participación activa de la Administración Pública no es posible la ejecución de las decisiones y políticas públicas establecidas por los órganos de gobierno y, muchas veces, ni siquiera es posible que estén en condiciones de elaborar y formular las propuestas previas. Se ha afirmado que “en la sociedad estatal del siglo xx se puede considerar el fenómeno más digno de ser resaltado la transformación del Estado legislativo en Estado administrativo [...]. Cuantitativamente, a la Administración Pública le corresponde la mayor parte de la ejecución de la decisión política y de la totalidad de la actividad estatal”[50]. “Una administración ágil, eficaz y dotada de competencia amplia es un instrumento apto para resguardar, en determinados aspectos, fundamentales intereses colectivos de contenido económico y social”[51].


			En sus inicios, la Administración Pública tuvo un tamaño reducido, en concordancia con el rol abstencionista o gendarme del Estado, que se ocupaba de regular pocos aspectos de la vida social, en particular, los vinculados con la seguridad, salubridad y moralidad, ejerciendo lo que la doctrina ha llamado “poder de policía” en sentido restringido. 


			Con el transcurso del tiempo, dichas funciones fueron aumentando, de la mano de paso del constitucionalismo liberal al constitucionalismo social, lo que conllevó un cambio en el rol del Estado, que pasó a tomar mayor intervención en distintos ámbitos de la vida, en particular, el económico, de modo de poder ya no solo controlar, sino también procurar —en muchos casos— por sí mismo el bienestar general. De ahí que los derechos fueron regulados no solo ya por razones de seguridad, salubridad y moralidad, sino también para alcanzar objetivos de bienestar general y de desarrollo económico y humano.


			Ello, sin lugar a dudas, generó una ampliación de las potestades de la Administración Pública, que debió asumir nuevas y numerosas funciones, para lo que se valió de diversas figuras jurídicas, tales como las empresas del Estado. 


			Dentro de la Administración Pública, cabe diferenciar la Administración Pública centralizada de la descentralizada. La Administración centralizada se integra por los ministerios, las secretarías de Estado y las dependencias que funcionan bajo su órbita (subsecretarías, direcciones, departamentos, divisiones, etc.) y actúan siempre bajo el paraguas de la personalidad jurídica del Estado nacional. La Administración descentralizada, en cambio, está formada por entes separados de la Administración central, dotados de personalidad jurídica propia, a los que el Estado crea y les atribuye una competencia que podría ser ejercida por el Estado nacional, pero que opta por encargárselo a un ente distinto; tal es el caso de ARCA, la Agencia de Recaudación y Control Aduanero (ex Administración Federal de Ingresos Públicos: AFIP), la Administración de Parques Nacionales, diversos hospitales, institutos y superintendencias.


			


			De acuerdo con lo señalado por Sagüés: 


			... salvo que se trate de entes que la Constitución nacional encomienda al Congreso, en principio corresponde que sea el Poder Ejecutivo quien disponga si hay descentralización y de qué tipo, en el cometido de funciones o actividades de su órbita, esto es, de la administración general del país, según el citado art. 100, inc. 1, de la Const. nacional. Sin embargo, por vía de Derecho consuetudinario constitucional, el Congreso ha instrumentado por ley múltiples regímenes de entes autárquicos, basándose en el art. 75, inc. 32, de la Const. Nacional[52].


			Por su parte, los servicios públicos son aquellas actividades que resultan esenciales para la satisfacción de las necesidades de la comunidad y, por lo tanto, el Estado se ocupa de su regulación y suministro. Al respecto, Juan Carlos Cassagne distingue cuatro períodos en relación con el régimen de los servicios públicos en nuestro país: 


			1) Entre 1880 y 1930, prácticamente todos los servicios públicos (a excepción del de correos y el ferrocarril de fomento) eran prestados por empresas privadas bajo el régimen de la concesión (Electricidad, Teléfonos, Gas, Subterráneos, Ferrocarriles, etc.). Este período coincidió con un extraordinario crecimiento económico que llegó a colocar a la Argentina en los primeros lugares en el comercio internacional, situación que se alcanzó en un contexto de libertades económicas similar al existente en el sistema norteamericano. 


			2) De 1930 a 1943 fue un período de estancamiento en lo económico y social, caracterizado por la aparición de ideas intervencionistas y el comienzo del quiebre del sistema de concesión de los principales servicios públicos, junto a la paralela adopción de las concepciones francesas, entonces dominantes, claramente inclinadas a favorecer al Estado frente a los concesionarios. 


			3) A partir de 1946 se dispuso la nacionalización generalizada de los principales servicios públicos, que pasaron a ser prestados por empresas públicas. Este período se caracterizó por servicios ineficientes y abultados déficits de explotación, con tarifas políticas y elevada ocupación de personal. El efecto de esta política de nacionalizaciones no solo provocó la anquilosis empresarial en cada sector, sino que se trasladó a las finanzas públicas y a la economía en general, habiendo sido uno de los factores que nos llevó a padecer continuos procesos inflacionarios en la historia de nuestro país. 


			4) En el 1989 se inicia la última etapa con la reforma del Estado, que fundamentalmente se apoya en políticas de liberalización de la economía mediante las privatizaciones de empresas públicas, la desregulación y desmonopolización de actividades. Como consecuencia de ello, en el campo de los servicios públicos aparecen los marcos regulatorios y se crean los entes reguladores, instituyéndose una jurisdicción administrativa primaria[53].


			Completando lo anterior, podemos decir que a partir de 2003 se vuelve a poner en marcha un proceso de estatización de los servicios públicos, que pareciera comenzar a revertirse desde 2023.


			El crecimiento de la Administración Pública en el último siglo ha planteado el problema de su control jurídico y político. El desarrollo del Derecho y la jurisdicción administrativa y la creación de organismos de control específicos, como la Auditoría General de la Nación y el Defensor del Pueblo —ambos en la órbita del Poder Legislativo—, son medios destinados a controlar la juridicidad del obrar administrativo y la adecuada protección de los derechos de los administrados.


			6.5. La sociedad o población


			La sociedad, como elemento humano del sistema político, está integrada por las personas que viven en el Estado y por todas las organizaciones sociales que nacen en su seno sobre la base de las distintas necesidades de la coexistencia humana (afectivas, educativas, religiosas, políticas, gremiales, culturales, etc.). Esto genera un complejo entramado, muchas veces receptado en la propia Constitución. Si el gobierno es la cabeza del Estado, la sociedad hace las veces de cuerpo.


			La Argentina, con una población de 45.808.747 personas, se encuentra en la posición 31 de la tabla mundial de población, compuesta por 193 países, y mantiene una muy baja densidad de población: 16 habitantes por kilómetro cuadrado[54].


			La Constitución establece el estatus jurídico de las personas y establece criterios en relación con el régimen de algunos de los distintos grupos que conforman la sociedad. A continuación, analizaremos estas pautas constitucionales.


			


			6.5.1. La persona humana: su dignidad y estatus constitucional


			En primer lugar, al hablar de la sociedad, cabe remarcar la centralidad que le corresponde en ella a cada persona humana, portadora de una sagrada dignidad, quien es “principio, sujeto y fin” de toda la vida social y política. De ahí que “el eje central del sistema jurídico sea la persona, en cuanto tal, desde antes de nacer hasta después de su muerte”[55].


			Cabe aclarar que la persona vive y necesita de la comunidad política, pero sin quedar absorbida por ella. El Estado está al servicio de la persona, y el bien común político se determina por las necesidades existenciales que experimenta el hombre y los grupos sociales. Por otra parte, ciertos ámbitos de bienes personales deben ceder frente a las justas exigencias del bien común. Esto hace que los fines de la persona humana y del Estado sean, bajo cierto aspecto, interdependientes.


			La dignidad de la persona humana reclama su no disolución en el conjunto y que la participación sea el modo predominante en que ella actúe en las organizaciones y en los procesos sociales. Estando abierta a los demás, permanece, sin embargo, con un resto de incomunicabilidad personal. Tiene derecho, por tanto, a un legítimo ámbito de privacidad, de intimidad, de libre autodeterminación, ante el Estado, los grupos sociales y las demás personas; lo cual también está protegido por la Constitución nacional (art. 19). Hemos ya desarrollado extensamente esta centralidad de la dignidad de la persona humana en el Capítulo I del Tomo I de esta obra, adonde remitimos.


			La Constitución nacional reconoce numerosos derechos humanos en cabeza de cada persona humana tanto en las normas constitucionales (arts. 14-20 y 32-33) como, complementariamente, en los tratados de derechos humanos a los que la reforma constitucional de 1994 les ha otorgado jerarquía constitucional.


			6.5.2. Los sectores y clases sociales. La distribución geográfica, por edades, por actividades, por nivel educativo, etc.: su incidencia política 


			Es posible distinguir diversos sectores en la población de acuerdo con criterios demográficos (edad, medio rural o urbano, densidad, etc.), económicos (actividad, ingresos, nivel de vida, etc.) y culturales (nivel de educación, comunidad étnica o cultural, ideología, etc.). Esta información resulta altamente valiosa para la toma de decisiones a la hora de diseñar, desarrollar, ejecutar políticas públicas y medir su impacto. Será, además, función de los poderes públicos el logro de la mayor integración social posible para garantizar la igualdad de oportunidades y que todos se sientan partícipes de un destino común.


			


			La Constitución reconoce, además, algunos sectores que necesitan especial protección, como los niños, los ancianos, las mujeres y los discapacitados (cfr. art. 75, incs. 22.2 y 23).


			6.5.3. Los grupos sociales 


			Como hemos explicado, toda persona humana es naturalmente social, por lo que está llamada a realizarse interactuando con sus semejantes, con quienes conforma distintos grupos sociales e instituciones, los que a su vez permiten la coordinación estable y duradera de las acciones personales, la cooperación y la participación de las personas. Muchos de estos grupos e instituciones están expresamente reconocidos en la Constitución nacional.


			Al respecto, cabe destacar el fallo sobre la creación del Colegio Público de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, en el que la Corte Suprema de Justicia de la Nación valoró favorablemente “el perfeccionamiento de la democracia representativa, mediante la creación de instituciones que se adecuan a la creciente complejidad de la estructura social”[56].


			El primer grupo social en el que se inserta una persona es su familia, núcleo primario y esencial de la sociedad, cuya protección está expresamente reconocida en el artículo 14 bis, que, en su último párrafo, establece:


			El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: [...] la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna. 


			A su vez, el artículo 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), bajo el título “Protección de la familia”, señala:


			1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado. 


			2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que estas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención. 


			


			3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. 


			4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. 


			5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera del matrimonio como a los nacidos dentro del mismo.


			Por su parte, los partidos políticos son organizaciones de derecho público no estatal, necesarias para el desenvolvimiento de la democracia representativa y, por tanto, instrumentos de gobierno. Su función es actuar como intermediarios entre este y las fuerzas sociales. La reforma constitucional de 1994 introdujo el artículo 38 que, al respecto, señala:


			Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático. Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a esta Constitución, la que garantiza su organización y funcionamiento democráticos, la representación de las minorías, la competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos, el acceso a la información pública y la difusión de sus ideas.


			El Estado contribuye al sostenimiento económico de sus actividades y de la capacitación de sus dirigentes. Los partidos políticos deberán dar publicidad del origen y destino de sus fondos y patrimonio.


			En cuanto a los gremios, estos son los grupos que nuclean a trabajadores de una misma categoría o actividad profesional. La Constitución nacional les otorga entidad constitucional y los reconoce como titulares de los derechos gremiales. En ese sentido, el segundo párrafo del artículo 14 bis reza:


			Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo.


			Asimismo, cabe mencionar a las entidades educativas como otro de los grupos integrantes de la sociedad. También están aludidas en el texto constitucional (arts. 5; 14; y 75, inc. 19). Dentro de las atribuciones del Congreso nacional, el artículo 75, inciso 19, contempla la siguiente: 


			


			Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento.


			Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen.


			Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales; que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales.


			Asimismo, la evolución de la sociedad ha ocasionado el desarrollo de otros grupos sociales, entre ellos, los medios de comunicación social y las redes sociales, cuya existencia permite hacer efectivo el derecho a la libertad de expresión y de información, requisito indispensable para la existencia misma de una sociedad democrática. El derecho a la libertad de expresión requiere para su ejercicio pleno la existencia de pluralidad en la información, para lo cual es indispensable la lucha contra el monopolio de la información, práctica prohibida implícitamente por el juego de los artículos 14, 32 y 42 de la Constitución nacional y la jurisprudencia nacional e interamericana en materia de libertad de expresión.


			También el artículo 42 reconoce a las asociaciones de consumidores y usuarios, las cuales deben velar por la efectividad de los derechos de estos, por ser la parte más débil en la relación de consumo. En ese marco, este artículo establece lo siguiente: 


			Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.


			Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la Constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.


			La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.


			


			Las asociaciones de consumidores y usuarios, de conformidad con el artículo 43 de la Constitución nacional, cuentan con legitimación procesal para reclamar por los derechos de incidencia colectiva de estos, a la par del propio afectado, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Público (art. 120, CN).


			Existen otras asociaciones cuya finalidad es proteger otros derechos de incidencia colectiva, tales como los derechos que protegen al ambiente, o contra la discriminación, etcétera. Acerca del tratamiento constitucional de la Iglesia Católica y de las demás comunidades religiosas, remitimos a lo que desarrollaremos en el Capítulo IX.


			Por último, no queremos dejar de mencionar otro grupo social con entidad constitucional: los pueblos indígenas argentinos. La reforma constitucional de 1994 les reconoció la preexistencia étnica y cultural como un sector social, y les dio una regulación especial en el inciso 17 del artículo 75 al establecer que corresponde al Congreso de la Nación, en concurrencia con las provincias: 


			Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten.


			De esta manera, la Constitución reconoce no solo el derecho a la identidad de los pueblos indígenas, sino también la posibilidad de que obtengan una personería jurídica. El Congreso, por otra parte, debe arbitrar los medios para garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural, lo que ha sido reglamentado, por ejemplo, por la Ley de Educación Nacional 26.206.


			En cuanto al derecho a que se les reconozca la posesión de las tierras que tradicionalmente ocupan, vale destacar que ello no implica otorgarles un derecho de propiedad con las mismas características del derecho de propiedad privada regulada en el Código Civil y Comercial de la Nación. Por el contrario, tal como menciona el propio artículo, se trata de una propiedad comunitaria que no puede ser enajenada, transmitida ni gravada.


			Por último, el artículo asegura la participación de los pueblos indígenas en la gestión de los recursos naturales y en los demás intereses que los afecten. Esto debe armonizarse con el artículo 124 de la Constitución[57], que establece que “corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio”.


			Sostiene Gelli, al comentar el inciso 17: “La fórmula quiso ser una síntesis de inclusión nacional, resguardo de la propiedad identitaria original, consagración de pluralidad cultural y mantenimiento de un único Estado”[58].


			6.5.4. La ciudadanía y la nacionalidad


			Si bien nacionalidad y ciudadanía son dos conceptos que se utilizan indistintamente en la Constitución nacional, existe una diferencia de género y especie entre ambos conceptos. Mientras la nacionalidad alude a la calidad de nacional de un país —en nuestro caso, a las personas que han adquirido la nacionalidad argentina—, la ciudadanía es una cualidad que presentan los nacionales que son titulares y pueden ejercer los derechos políticos. En síntesis, mientras todo ciudadano es nacional, no todo nacional es ciudadano; por ejemplo, no lo son los menores de edad ni lo son las personas privadas de su libertad por haber cometido delitos dolosos y que cuentan con una sentencia firme[59], ya que no pueden ejercer el derecho al sufragio. 


			La nacionalidad es un derecho humano mediante el cual se garantiza la protección del Estado del que se es nacional. Toda persona tiene derecho a tener al menos una nacionalidad y la protección de un Estado. No pueden existir personas apátridas, es decir, sin nacionalidad. 


			Los modos de adquirir la nacionalidad en cada país son diversos[60]. Hay países que adoptan el principio de ius soli, es decir, el derecho del suelo como modo de adquirir la nacionalidad, mientras que otros adoptan el ius sanguinis, o sea, el derecho a la nacionalidad según la sangre. De conformidad con el principio ius soli, se adquiere la nacionalidad por el hecho de nacer en el territorio de un Estado; de acuerdo con el ius sanguinis, la nacionalidad se transmite de padres a hijos.


			Regular los modos de adquirir la nacionalidad es una facultad que corresponde al Congreso de la Nación[61], que deberá hacerlo de conformidad con las pautas establecidas en la Constitución nacional. 


			La Constitución adopta como principio general el ius soli. Sin embargo, el texto constitucional hizo una concesión al ius sanguinis al reconocer la nacionalidad por opción (art. 89). En definitiva, existen en nuestro país distintos modos de adquirir la nacionalidad: por nacimiento, por opción y por naturalización, lo que da lugar a distintas clases de argentinos: nativos, por opción y naturalizados. La nacionalidad argentina no es renunciable. Si los ciudadanos extranjeros tienen otra o muchas otras nacionalidades, esto no impide la posibilidad de acceder a la nacionalidad argentina. Es decir, se puede ser argentino y simultáneamente tener muchas otras nacionalidades.


			Los argentinos nativos son aquellos que obtienen la nacionalidad al nacer en el territorio argentino. Los argentinos por opción son aquellos que, habiendo nacido en el extranjero y siendo hijos de argentinos nativos, optan por obtener la nacionalidad de sus padres, para lo que basta que uno de los padres sea argentino nativo[62]. Los argentinos naturalizados son extranjeros mayores de 18 años que, haciendo uso del derecho que les reconoce el artículo 20 de la Constitución nacional, luego de residir dos años de manera continua en el país, solicitan la nacionalidad argentina. Esto se realiza a través de un proceso judicial que se lleva a cabo exclusivamente ante el juez del fuero civil y comercial federal de la jurisdicción del interesado con el objeto de obtener la Carta de Ciudadanía Argentina.


			La residencia de dos años continua no significa que el extranjero pierda su derecho a entrar y salir del país durante todo ese lapso. Como la residencia se compone de dos elementos, corpus y animus, un residente puede salir del país en la medida en que mantenga el animus, es decir, la intención de volver[63]. 


			La Constitución autoriza a acortar el plazo de dos años de residencia a favor de quien pruebe servicios a la República. En este sentido, el artículo 2 de la Ley 346 enumera los servicios que permiten reducir dicho plazo: 


			


			1º Haber desempeñado con honradez empleos de la Nación, o de las provincias, dentro o fuera de la República.


			2º Haber servido en el Ejército o en la escuadra, o haber asistido a una función de guerra en defensa de la Nación.


			3º Haber establecido en el país una nueva industria, o introducido una invención útil.


			4º Ser empresario o constructor de ferrocarriles en cualquiera de las provincias.


			5º Hallarse formando parte de las colonias establecidas o que en adelante se establecieran, ya sea en territorios nacionales o en los de las provincias, con tal de que posean en ellas alguna propiedad raíz.


			6º Habitar o poblar territorios nacionales en las líneas actuales de frontera ó fuera de ellas.


			7º Haberse casado con mujer argentina en cualquiera de las Provincias.


			8º Ejercer en ellas el profesorado en cualquiera de los ramos de la educación ó de la industria.


			Los extranjeros se definen por oposición a los nacionales, es decir, es “extranjero cualquier persona que no tiene la nacionalidad argentina”[64]. 


			La Constitución argentina establece uno de los regímenes jurídicos más generosos en materia de extranjería en contraste con el Derecho comparado. Además del llamado general contenido en la parte final del Preámbulo, el artículo 20 establece lo siguiente:


			Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, comercio y profesión; poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos; navegar los ríos y costas; ejercer libremente su culto; testar y casarse conforme a las leyes. No están obligados a admitir la ciudadanía, ni pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen nacionalización residiendo dos años continuos en la Nación; pero la autoridad puede acortar este término a favor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la República. 


			Asimismo, establece la imposibilidad de limitar y de gravar el ingreso a los extranjeros (art. 25, CN), así como de imponerle contribuciones extraordinarias por el solo hecho de ser extranjeros.


			


			Las regulaciones antes mencionadas fueron concesiones establecidas por la Constitución originaria para fomentar la inmigración. También se le otorgó al Congreso la atribución de proveer lo conducente a la prosperidad del país, contando entre las herramientas para hacerlo efectivo la promoción de la inmigración y la colonización de tierras fiscales (art. 75, inc. 18, CN). 


			Las previsiones contenidas en este inciso se conocen como la “cláusula del progreso”. En el artículo 125 se establecen similares previsiones respecto de las provincias dentro de sus ámbitos territoriales, lo que transforma dichas competencias en concurrentes entre el Estado nacional y los Estados provinciales.


			Los derechos de los extranjeros no son los mismos si se encuentran dentro del país o fuera de él. Los extranjeros que están fuera del país tienen derecho a ingresar al país, a obtener la residencia y, en su caso, la nacionalidad, cumpliendo los requisitos exigidos para ello por la legislación vigente, la Ley de Migraciones 25.871 y la Ley de Nacionalidad 346, respectivamente. También tienen derecho a solicitar asilo (art. 33, CN, y Tratado sobre Asilo y Refugio Político de Montevideo de 1939), así como a acceder a la jurisdicción argentina en caso de que sus derechos se vean perjudicados, con la posibilidad de acceder al fuero federal[65]. 


			La Ley de Migraciones reconoce cuatro tipos de residencias; el trámite está a cargo de la Dirección Nacional de Migraciones: 


			- Los residentes permanentes son los que tienen autorización para establecerse definitivamente en el país. Asimismo, conforme el artículo 22 de la Ley de Migraciones, se consideraran residentes permanentes los inmigrantes parientes de ciudadanos argentinos, nativos o por opción, entendiéndose como tales al cónyuge, hijos y padres. A los hijos de argentinos nativos o por opción que nacen en el extranjero se les reconoce la condición de residentes permanentes. Estos extranjeros tienen todos los derechos civiles que se le reconocen a un nacional, incluso el de permanecer en el país y el de trabajar. Suelen tener, además, algunos derechos políticos, otorgados por las constituciones provinciales, como votar —en forma optativa— y ser electo para algunos cargos municipales y provinciales[66]. Para no perder la categoría de residentes permanentes, no pueden ausentarse por más de dos años continuos del territorio nacional.


			- De acuerdo con el artículo 23 de la Ley de Migraciones, existen distintas subcategorías dentro de la categoría de residentes temporarios:


			


			a) Trabajador migrante: quien ingrese al país para dedicarse al ejercicio de alguna actividad lícita, remunerada, con autorización para permanecer en el país por un máximo de tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples, con permiso para trabajar bajo relación de dependencia;


			b) Rentista: quien solvente su estadía en el país con recursos propios traídos desde el exterior, de las rentas que éstos produzcan o de cualquier otro ingreso lícito proveniente de fuentes externas. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples;


			c) Pensionado: quien perciba de un gobierno o de organismos internacionales o de empresas particulares por servicios prestados en el exterior, una pensión cuyo monto le permita un ingreso pecuniario regular y permanente en el país. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples;


			d) Inversionista: quien aporte sus propios bienes para realizar actividades de interés para el país. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples;


			e) Científicos y personal especializado: quienes se dediquen a actividades científicas, de investigación, técnicas, o de asesoría, contratados por entidades públicas o privadas para efectuar trabajos de su especialidad. De igual forma, directivos, técnicos y personal administrativo de entidades públicas o privadas extranjeras de carácter comercial o industrial, trasladados desde el exterior para cubrir cargos específicos en sus empresas y que devenguen honorarios o salarios en la República Argentina. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples;


			f) Deportistas y artistas: contratados en razón de su especialidad por personas físicas o jurídicas que desarrollan actividades en el país. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples;


			g) Religiosos de cultos reconocidos oficialmente, con personería jurídica expedida por el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, que ingresen al país para desarrollar en forma exclusiva actividades propias de su culto. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples;


			h) Pacientes bajo tratamientos médicos: para atender problemas de salud en establecimientos sanitarios públicos o privados, con autorización para permanecer en el país por un año, prorrogable, con entradas y salidas múltiples. En caso de personas menores de edad, discapacitados o enfermos que por la importancia de su patología debieran permanecer con acompañantes, esta autorización se hará extensiva a los familiares directos, representante legal o curador;


			i) Académicos: para quienes ingresen al país en virtud de acuerdos académicos celebrados entre instituciones de educación superior en áreas especializadas, bajo la responsabilidad del centro superior contratante. Su vigencia será por el término de hasta un (1) año, prorrogable por idéntico período cada uno, con autorización de entradas y salidas múltiples;


			


			j) Estudiantes: quienes ingresen al país para cursar estudios secundarios, terciarios, universitarios o especializados reconocidos, como alumnos regulares en establecimientos educativos públicos o privados reconocidos oficialmente, con autorización para permanecer en el país por dos (2) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples. El interesado deberá demostrar la inscripción en la institución educativa en la que cursará sus estudios y, para las sucesivas renovaciones, certificación de su condición de estudiante regular;


			k) Asilados y refugiados: Aquellos que fueren reconocidos como refugiados o asilados se les concederá autorización para residir en el país por el término de dos (2) años, prorrogables cuantas veces la autoridad de aplicación en materia de asilo y refugio lo estime necesario, atendiendo a las circunstancias que determine la legislación vigente en la materia;


			l) Nacionalidad: Ciudadanos nativos de Estados Parte del MERCOSUR, Chile y Bolivia, con autorización para permanecer en el país por dos (2) años, prorrogables con entradas y salidas múltiples; 


			m) Razones humanitarias: Extranjeros que invoquen razones humanitarias que justifiquen a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento especial;


			n) Especiales: Quienes ingresen al país por razones no contempladas en los incisos anteriores y que sean consideradas de interés por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.


			Estos extranjeros tienen todos los derechos civiles, incluso el de trabajar, entrar y salir ilimitadamente del país, pero tienen restringido el derecho a permanecer en el país, el que queda limitado al período por el cual hayan sido autorizados. Como se observa, este período puede variar entre uno y tres años, pero en todos los casos es prorrogable.


			- Por su parte, los residentes transitorios son aquellos extranjeros que ingresan al país en algunas de las siguientes subcategorías:


			a) turistas,


			b) pasajeros en tránsito,


			c) tránsito vecinal fronterizo,


			d) tripulantes del transporte internacional,


			e) trabajadores migrantes estacionales,


			f) académicos,


			g) tratamiento médico,


			h) especiales: extranjeros que invoquen razones que justifiquen un tratamiento especial a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones.


			


			En esta categoría, los residentes tienen autorización para permanecer por un lapso más acotado y no pueden trabajar, salvo autorización expresa. Tampoco pueden ausentarse del país durante más tiempo que la mitad de su residencia.


			- Por último, la ley reconoce la residencia precaria, la que puede ser otorgada por la Dirección de Migraciones mientras se sustancia el trámite de alguna de las otras tres categorías de residencias. Las personas con residencia precaria tampoco podrán trabajar salvo con autorización expresa.


			Los extranjeros ilegales, es decir, los que han ingresado al país sin respetar las normas o han permanecido en el territorio luego de que se les venció la residencia, no son una categoría legal, pero se les debe reconocer al menos el derecho a la jurisdicción (arts. 16 y 68, Ley 25.871, que reconocen el derecho de los trabajadores ilegales de reclamar lo que el empleador les adeude), así como el derecho al debido proceso y a optar por el fuero federal.


			El derecho de permanecer en el país de quien ha obtenido una residencia se ha visto limitado en más de una oportunidad a lo largo de la historia argentina. Existieron en el país las llamadas “leyes de residencia” por las que se permitía expulsar a los extranjeros por razones de orden público y de paz social; por ejemplo, la Ley 4144[67] y el Decreto-ley 22.439/81. En la actualidad, el artículo 62 de la Ley de Migraciones establece distintos supuestos de expulsión:


			- Cuando la permanencia sea irregular. Por ejemplo: se venció el plazo de la autorización y el extranjero continúa en el país. La Dirección de Migraciones deberá conminarlo a que regularice la situación previamente.


			- Cuando la residencia o la nacionalidad se hubiera obtenido con fraude a la ley (documentación falsa, simulación, vicios de la voluntad, etc.).


			- Cuando exista para el extranjero una condena privativa de libertad en la República por delito doloso que merezca pena privativa de libertad mayor de cinco años o registre una conducta reiterante en la comisión de delitos. En el primer supuesto, cumplida la condena, deberá transcurrir un plazo de dos años para que se dicte la resolución definitiva de cancelación de residencia, la que se fundamentará en la posible incursión por parte del extranjero en los impedimentos previstos en el artículo 29 de la ley. En caso de silencio de la Administración, durante los treinta días posteriores al vencimiento de dicho plazo, se considerará que la residencia queda firme. 


			- El residente que hubiera permanecido fuera del país por un plazo mayor al permitido (el residente permanente, más de dos años; el temporario, más de la mitad del tiempo de la autorización)


			


			- Actos de terrorismo o delitos de lesa humanidad.


			La facultad de expulsión ha sido reconocida en la CADH (art. 22) y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 13), aunque con una serie de limitaciones (p. ej., prohibiciones de expulsiones colectivas). Asimismo, la Ley de Migraciones previó que la expulsión, si bien es una medida que dispone la autoridad administrativa, queda firme y se ejecuta una vez que haya intervenido la autoridad judicial, la que podrá disponer la detención del extranjero al solo efecto de efectivizar la medida.


			También se han visto limitados los derechos de los extranjeros nacionales de países beligerantes en épocas de guerra. Así, en la Segunda Guerra Mundial se restringieron los derechos de los nacionales de países enemigos creándose un registro especial para su inscripción y se impuso un régimen de vigilancia incluso para los naturalizados nacidos en esos países. La incautación de la propiedad enemiga fue convalidada por la Corte Suprema argentina en el fallo “Merck”[68]. 


			En el caso “Repetto”[69], la Corte dijo que los extranjeros que están dentro del país están equiparados a los nacionales en cuanto a los derechos civiles, no así con relación a los derechos políticos. Citó el artículo 20 de la Constitución nacional, que establece que “los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, comercio y profesión…”. Consideró que, en cuanto al ejercicio de los derechos civiles —especialmente al desempeño de sus profesiones— dentro de la República, los extranjeros están totalmente equiparados a los argentinos por expresa prescripción constitucional, de donde toda norma que estableciera discriminaciones entre aquellos y estos en tales aspectos estaría en pugna con la norma expresada. La igualdad civil fue el instrumento propuesto por Alberdi como medio para atraer la inmigración[70], que, como para la mayoría de la Generación del ‘37, era el modo de solucionar uno de los grandes problemas del país: el desierto. Por este motivo, Alberdi sostenía que “gobernar es poblar”. De ahí la amplitud del Preámbulo, que asegura los beneficios de la libertad “para todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino”. 


			En el año 2004, en el caso “Hooft”[71], la CSJN se pronunció por la inconstitucionalidad del artículo 177 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires, que exigía para ser juez de cámara “haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano nativo si hubiese nacido en país extranjero”. Sostuvo que una norma que establece que existen argentinos de primera y de segunda clase presenta una presunción de inconstitucionalidad que solo podría ser remontada por la prueba concluyente de que existe un sustancial interés que lo justifique. 


			6.5.5. El electorado: su significación política y constitucional. Su integración. Funciones asignadas


			Desde una perspectiva política, puede considerarse a la sociedad “electorado” o “cuerpo electoral”, pieza clave en el funcionamiento de un sistema democrático. Sin embargo, no deben confundirse ni asimilarse los conceptos de sociedad y electorado. Mientras que el primero incluye a todas las personas que integran la sociedad, el segundo, en cambio, está conformado por una parte de esa sociedad: aquella que, mediante la intermediación de los grupos políticos, tiene funciones esenciales, como el ejercicio del poder constituyente originario y de reforma, y la elección de las autoridades de la Nación, entre otras. El electorado está conformado exclusivamente por las personas que tienen derechos políticos, a quienes solemos llamar ciudadanos[72]. 


			La sociedad organizada como electorado y mediante la intermediación de los grupos políticos tendrá asignada, en nuestro sistema político, importantes funciones políticas: 


			- Ser titular último del Poder Constituyente originario y de reforma. 


			- Tener a su cargo la elección de las autoridades.


			- Participar en la adopción de medidas de gobierno mediante los mecanismos de democracia semidirecta incorporados a la Constitución: iniciativa popular, consulta popular vinculante y no vinculante (arts. 39 y 40). 


			


			También participa en la función gubernamental, ya que, a través de su expresión en las urnas, decide la composición del Congreso, designa al presidente y expresa su apoyo y aprobación a un programa de gobierno determinado. En los regímenes democráticos, reside en el electorado la fuerza última de la decisión política y la energía necesaria para su ejecución. 


			Describiremos con detalle la composición del cuerpo electoral, los sistemas electorales y la intermediación política en el Capítulo X, adonde remitimos.


			6.6. El espacio o territorio[73] 


			El espacio o territorio es el ámbito físico en el que tiene su asiento la vida estatal; lo componen el suelo, el subsuelo y el espacio aéreo correspondiente al territorio de un Estado. Es el ámbito físico donde el Estado ejerce su dominio eminente, o dominio territorial, es decir, la potestad suprema de regular en él la vida social, que asimilamos a la idea de jurisdicción soberana[74]. El espacio es consustancial al Estado, ya que puede haber nación sin territorio (p. ej., la nación hebrea durante los siglos de la diáspora), pero no Estado sin territorio.


			Su presencia no es meramente pasiva o neutral, sino que incide, por su relación con los demás componentes, en la configuración de la vida política. Basta ver su importancia en la organización del gobierno, que puede ser territorialmente centralizada (unitarismo) o descentralizada (federalismo). Al gobierno y a la Administración Pública les corresponde decidir sobre el ordenamiento espacial mediante la conformación de provincias, regiones, partidos, localidades, áreas, zonas y localizaciones en general. 


			La relación entre el gobierno y el espacio origina los diversos niveles políticos. Teniendo en cuenta las disposiciones constitucionales y partiendo de la base de que las dos instancias principales y fundamentales de gobierno son las que corresponden a las provincias y al gobierno nacional, podemos distinguir seis niveles de gobierno en nuestro sistema constitucional; a saber: municipal (arts. 5 y 123, CN), provincial (art. 121 y ss., CN), regional provincial (art. 124, CN), nacional o federal (arts. 44-120, CN), internacional regional (art. 75, inc. 24, CN) e internacional universal (art. 75, inc. 22, CN).


			


			Por último, cabe señalar que varios municipios pueden formar una región o área urbana. Un ejemplo puede ser el AMBA (Área Metropolitana de Buenos Aires), aunque no existe una norma constitutiva de la región, pues el AMBA es una creación de hecho por una cuestión geográfica, es allí donde se concentra la mayor parte de la población en torno a la gran ciudad capital.


			Será importante conocer esta estructuración vertical de nuestro sistema institucional a fin de advertir cuál es la instancia adecuada para resolver los distintos problemas y desafíos que enfrenta la vida política y la implementación de las políticas públicas. Así, temas como la regulación del tránsito y la recolección de residuos corresponden al nivel municipal; la educación primaria y secundaria y la seguridad pública, al nivel provincial; el manejo de las relaciones internacionales, al nivel federal; la protección subsidiaria de los derechos humanos, al nivel internacional regional, etcétera. 


			Gráfico 5. Niveles de gobierno en el Estado Argentino
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			6.6.1. El territorio nacional: sus límites y defensa 


			El territorio del Estado argentino abarca una superficie de 2.780.400 km². Es el país hispanohablante más extenso del planeta, el segundo más grande de América Latina y el octavo en el mundo, si se considera solo la superficie continental sujeta a soberanía efectiva.


			El territorio argentino está compuesto por veintitrés provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la cual, simultáneamente, es la Capital Federal. El gobierno federal ejerce su poder sobre todo el territorio nacional mientras que cada uno de los gobiernos provinciales o locales lo hacen solo respecto de su provincia.


			


			Como dijimos, el territorio nacional está conformado por el suelo, el subsuelo y el espacio aéreo ubicado dentro de las fronteras que delimitan la nación argentina. Sus límites no son fijados unilateralmente por cada Estado, sino que, en ejercicio de la propia soberanía y en respeto de la soberanía de los países limítrofes, deben ser acordados entre los Estados.


			En ese marco, el inciso 15 del artículo 75 de nuestra Constitución dice que el Congreso “arregla” definitivamente los límites del territorio de la Nación mientras que “fija” los de las provincias[75]. En definitiva, para delimitar los confines de un Estado, es necesario acordar con los Estados limítrofes o con la comunidad internacional. 


			En lo que hace al espacio marítimo, rige la Convención de Montegobay, también conocida con Convención sobre los Derechos del Mar. Esta convención no fue ratificada por el Estado argentino[76], pero el Congreso de la Nación aprobó la Ley 23.968 respetando los parámetros fijados internacionalmente para delimitar: 


			- Mar territorial argentino: se extiende hasta una distancia de 12 millas marinas[77] contadas a partir de la línea de base establecida por la ley. En esta área, su espacio aéreo, su lecho y su subsuelo marino, el Estado nacional ejerce soberanía plena y reconoce a los buques de terceros Estados el derecho de paso inocente.


			- Zona contigua: se extiende en las siguientes 12 millas marinas contadas desde el límite exterior del mar territorial (24 millas de la línea de base). En este espacio, el Estado nacional ejerce poder de policía: podrá prevenir y sancionar las infracciones a sus leyes y reglamentos en materia fiscal, sanitaria, aduanera y de inmigración.


			- Zona económica exclusiva: se extiende más allá del límite exterior del mar territorial hasta una distancia de 200 millas marinas a partir de las líneas de base. Tiene facultad de exploración y explotación, conservación y administración de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, de las aguas suprayacentes al lecho del mar; así como la producción de energía derivada del agua, de las corrientes y de los vientos.


			Además del territorio propiamente dicho, existe lo que se conoce como extensiones o ficciones territoriales. Estos comprenden distintos espacios que, sin estar ubicados dentro del territorio nacional, están sometidos a la jurisdicción argentina. Es el caso de las embajadas del Estado argentino en el mundo y de los buques de guerra, cualquiera sea su ubicación. Incluye además a los buques mercantes cuando estos se encuentran en alta mar, por cuanto al no pertenecer el altamar al territorio de ningún Estado, el buque se rige por el Derecho del país de su bandera. Algo similar ocurre respecto de los aviones.


			


			Conforme al inciso 16 del artículo 75, corresponde al Congreso de la Nación “Proveer a la seguridad de las fronteras”. En ese marco, se han dictado diversas leyes, entre ellas, la Ley de Defensa Nacional, que encarga a la Gendarmería y a la Prefectura Nacional la vigilancia de la zona de fronteras.


			6.6.2. El territorio provincial: principios que lo regulan, fijación de sus límites, propiedad de los recursos naturales 


			Las provincias también tienen dominio eminente sobre sus respectivos territorios y jurisdicción para regular en él las materias que son de su competencia. De ahí la importancia de delimitar sus territorios. De los artículos 3 y 13 de la Constitución se desprende el principio de integridad territorial por el cual ellas no pueden ser desmembradas de todo o parte de su territorio sin contar con su previo consentimiento.


			El artículo 75, inciso 15, establece que corresponde al Congreso de la Nación fijar los límites de las provincias, crear otras nuevas, y determinar por una legislación especial la organización, administración y gobierno que deben tener los territorios nacionales que queden fuera de los límites que se asignen a las provincias. No obstante ello, esta facultad del Congreso no es ilimitada, por cuanto debe —al momento de hacerlo— respetar la integridad territorial de las provincias.


			En ese sentido, el artículo 13 prescribe: “Podrán admitirse nuevas provincias en la Nación; pero no podrá erigirse una provincia en el territorio de otra u otras, ni de varias formarse una sola, sin el consentimiento de la Legislatura de las provincias interesadas y del Congreso”.


			Al respecto, Sostiene Sagüés: 


			De estas dos directrices claras —que se forme una provincia en el seno de otra y que de varias provincias se forme una sola— se derivan otras consecuencias prohibitivas (salvo consentimiento de la provincia involucrada):


			a) Que en una provincia se formen uno o varios territorios nacionales.


			b) Que una provincia sea transformada en territorio nacional.


			c) Que una provincia se fracciones en dos o más provincias.


			d) Que parte de una provincia sea cedida a otra.


			e) Que una provincia o parte de ella sea cedida a un Estado extranjero o resulte internacionalizada[78].


			Este último punto suscita una cuestión: ¿puede el Congreso nacional, a fin de “arreglar” un límite con un Estado vecino, ceder parte del territorio de una provincia sin su consentimiento? Sagüés concluye que en el estado en que se encuentra el Derecho procesal actual, parecería lógico reconocerle legitimación a la provincia para arribar a dicho acuerdo[79]. Las provincias tienen, además, el dominio originario de los recursos naturales que existen en su territorio, lo que incluye —como veremos más adelante— los ríos y lagos, sean navegables o no, las minas y los yacimientos, etcétera. Dicho dominio originario de los recursos naturales por parte de las provincias fue establecido por la reforma constitucional de 1994, que hizo un reconocimiento expreso de lo que algunos consideraban una facultad implícita incluida en el artículo 121 de la Constitución, de conformidad con el principio basal de que las provincias conservan todo el poder no delegado al Estado nacional. Ello no significa, sin embargo, que el Estado nacional carezca de jurisdicción sobre ellos, ya que sobre la base de las atribuciones conferidas al Congreso en el artículo 75, inciso 12, corresponde al Congreso el dictado de los códigos de fondo; y, de conformidad con el artículo 41 de la Constitución, corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección de los recursos naturales, las que deben proveer a la protección del derecho al ambiente, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural, y de la diversidad biológica. A las provincias les corresponde, sobre esa base, dictar las normas necesarias para complementarlas.


			6.6.3. La Capital Federal y los lugares adquiridos por la Nación


			6.6.3.1. La Capital Federal (arts. 3; 75, inc. 31; y 129)


			El artículo 3 de la Constitución nacional dispone: “Las autoridades que ejercen el gobierno federal residen en la ciudad que se declare Capital de la República por una ley especial del Congreso, previa cesión hecha por una o más legislaturas provinciales, del territorio que haya de federalizarse”. 


			Por lo tanto, el establecimiento de la Capital Federal es una decisión compartida, ejercida conjuntamente entre el gobierno federal y las provincias que cedan todo o parte de su territorio para que sea sede del gobierno federal.


			


			Ampliaremos el tratamiento de este tema en el apartado 7.5.2.4, “Facultades compartidas”, adonde remitimos.


			6.6.3.2. Los lugares adquiridos por la nación en los territorios de las provincias (art. 75, inc. 30)


			El gobierno federal puede tener, y de hecho tiene, numerosos establecimientos en el territorio de las provincias para el desarrollo de sus propios fines: universidades, regimientos, bancos nacionales, etcétera.


			El artículo 75, inciso 30, de la Constitución nacional señala que es atribución del Congreso:


			… dictar la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República. Las autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines.


			La nueva redacción del presente inciso buscó terminar con las dudas interpretativas que acarreaba su antecedente, delimitando con claridad qué competencias tiene la Nación sobre dichos establecimientos, y cuáles tienen las provincias y los municipios. Es esta una manifestación más de los intentos de la reforma constitucional de 1994 de profundizar el federalismo. En ese marco, el nuevo texto constitucional le otorga al Estado nacional la competencia para ejercer sus facultades en relación con los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional, a saber, la materia sanitaria respecto de los hospitales nacionales, el régimen carcelario respecto de los servicios penitenciarios, la materia ambiental en los parques nacionales, etcétera, pero reconoce, en cambio, la competencia de las provincias y los municipios para ejercer el poder de policía y de imposición respecto de ellos. Esto en la medida en que las normas dictadas por los municipios (impuestos, requisitos bromatológicos, etc.) no obstaculicen el normal desarrollo de la finalidad específica que realiza el establecimiento alcanzado por dicha norma.


			6.6.4. Espacios fluviales, lacustres, insulares, marítimos y aéreos 


			El territorio argentino comprende, además, las aguas interiores[80], es decir, los ríos y lagos que se encuentran en él, así como las islas que en ellos existen. Comprende también el espacio marítimo, el mar propiamente dicho, su lecho, su subsuelo y el espacio aéreo existente sobre él[81], sobre cuya delimitación y competencias nos hemos referido en el apartado 6.6.1.


			Respecto de los ríos, lagos y otras aguas interiores, cabe distinguir entre el dominio y la jurisdicción. El dominio es provincial, según surge del artículo 124, pero la jurisdicción puede ser federal o provincial, según sea la materia que se trate. Así, en materia de navegación y transporte o comercio interjurisdiccional, la competencia será federal (cfr. arts. 26; 75, incs. 10 y 13), pero, por ejemplo, para la explotación de las arenas del lecho, será provincial. 


			Sostiene Sagüés que la regulación constitucional relativa a los ríos es aplicable a los lagos analógicamente. Según la interpretación realizada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Griniuk”, tienen un régimen común[82].


			Por otra parte, el dominio de las islas corresponde a quien tenga el dominio del espejo de agua en la que la isla se encuentra. Si está ubicada en un lago o río provincial, en virtud del principio de accesión, la isla será provincial —tal es el caso de la Isla Paulina en la provincia de Buenos Aires—. En cambio, si se encuentra en un río o lago nacional, tendrá esta misma entidad —es el caso de la Isla Victoria ubicada en el Parque Nacional Nahuel Huapi—; lo mismo ocurrirá si se encuentra en el mar territorial argentino.


			


			6.6.5. Las Islas Malvinas e Islas del Atlántico Sur (Disposición transitoria primera)


			De acuerdo a lo sostenido por Sagüés, “conviene señalar que la Constitución nacional no rige en todo el territorio argentino. Las Islas Malvinas, por ejemplo, se encuentran bajo ocupación británica desde 1833 (salvo algunos meses durante 1982, en que fueron transitoriamente recuperadas por la Argentina)[83]”.


			En ese marco, la Constitución nacional establece lo siguiente, en su disposición transitoria:


			La Nación Argentina ratifica su legítima e imprescriptible soberanía sobre las islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos e insulares correspondientes, por ser parte integrante del territorio nacional.


			La recuperación de dichos territorios y el ejercicio pleno de la soberanía, respetando el modo de vida de sus habitantes, y conforme a los principios del derecho internacional, constituyen un objetivo permanente e irrenunciable del pueblo argentino.


			6.6.6. La problemática ambiental: su significación política, jurídica y económica (art. 41)


			El artículo 41 de la Constitución, incorporado por la reforma de 1994, introduce la cuestión ambiental al texto constitucional en consonancia con la evolución general del Derecho constitucional de nuestros días. Señala este artículo:


			Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. 


			Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. 


			Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales. 


			Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 


			


			Aquí las disposiciones clave de este importantísimo artículo de nuestra Constitución:


			- consagra el derecho al medio ambiente sano como base del desarrollo humano;


			- establece el deber intergeneracional de preservación del ambiente;


			- protege el derecho individual y colectivo a la conservación del patrimonio natural y cultural;


			- distribuye entre la Nación y las provincias las competencias en materia ambiental, fijando los objetivos de las políticas públicas que han de regir en esta materia. 


			El 1 de diciembre de 2017, la Corte Suprema de Justicia de la Nación argentina resolvió un importante conflicto entre dos provincias, relativo al uso del río Atuel[84]. Allí, en competencia originaria, el máximo tribunal sostuvo que el ambiente es un bien colectivo, de pertenencia comunitaria, de uso común e indivisible, por lo que resultaba necesario, para la solución del conflicto, enfocar el problema no solo desde las pretensiones articuladas por las provincias, sino también desde la perspectiva de los múltiples afectados involucrados. 


			La visión y regulación jurídica del agua basada en un modelo antropocéntrico y puramente dominial que solo tiene en cuenta la utilidad privada que una persona puede obtener de ella ha cambiado sustancialmente en los últimos años en favor de un paradigma jurídico que ordena que la regulación del agua es eco-céntrico, o sistémico, y no tiene en cuenta solamente los intereses privados o estaduales, sino los del mismo sistema, como bien lo establece la ley general del ambiente.


			El ambiente no es para la Constitución Nacional un objeto destinado al exclusivo servicio del hombre, apropiable en función de sus necesidades y de la tecnología disponible. 


			6.7. El ordenamiento jurídico


			Otro de los elementos de un sistema político, cuyos principios fundamentales son diseñados por la Constitución nacional es el ordenamiento jurídico. El ordenamiento jurídico es el conjunto de normas, principios y reglas que rigen las relaciones dentro de un Estado. Este conjunto normativo se estructura jerárquicamente, y la Constitución es la norma jurídica principal y fundamental. El ordenamiento jurídico busca asegurar el orden social, la justicia y la seguridad jurídica, permitiendo la convivencia pacífica y la resolución de conflictos dentro de una comunidad. 


			


			La Constitución diseña, junto al sistema político y el sistema institucional, el sistema u ordenamiento jurídico, estableciendo las distintas especies normativas, sus procedimientos de creación y su jerarquía interna.


			Remitimos a lo desarrollado en el Capítulo III del Tomo I respecto de las fuentes del Derecho constitucional y en el Capítulo V con relación a las relaciones jerárquicas de nuestro sistema jurídico.


			


			

				

						[10]. Pueden ampliarse estos contenidos en Alfonso Santiago, La Corte Suprema y el control político (Buenos Aires: Ábaco de Rodolfo Depalma, 1998), 73 y ss. 



						[11]. El origen etimológico de la palabra “sistema” proviene del latín tardío, con raíces griegas que permiten su descomposición en el prefijo syn-, que refiere a reunir o juntar (“sinergia”, “simpatía”, “sinagoga”), y el término histanai, que connota firmeza y reacción, evocando un elemento activo.



						[12]. Afirma Karl Loewenstein: “En el sentido más amplio, todo Estado con unas determinadas relaciones entre los detentadores [sic] y los destinatarios del poder, expresadas en la forma de unas permanentes instituciones gubernamentales, es un sistema político [...]. La clave para llegar a una útil diferenciación entre los distintos sistemas políticos se encuentra en las diversas ideologías y en las típicas instituciones que a estas se corresponden [...]. Todos los sistemas políticos están montados necesariamente sobre determinadas instituciones e ideologías”. Cfr. Teoría de la Constitución (Buenos Aires: Ariel, 1976), 30.



						
[13]

. Cfr. David Easton, The Political System (Nueva York: Alfred A. Knoff, 1953).




						[14]. Cfr. Juan Bautista Alberdi, Bases (Buenos Aires: Plus Ultra, 1994), cap. xvii.



						[15]. Hemos ya definido el bien común en el Cap. I como el conjunto de condiciones materiales y espirituales que facilitan y promueven el pleno desarrollo de las personas y de los grupos sociales que conforman la comunidad política. 



						[16]. De modo general, podemos señalar que el Estado argentino, heredero de la Corona hispánica y receptor de los modelos políticos originados en la Revolución Norteamericana y Francesa, es un Estado fuerte, integrado, dotado de amplias atribuciones para la configuración de la convivencia con la necesaria fuerza institucional para imponerse frente a los grupos políticos y sociales que lo integran. 



						[17]. Cfr. Manual de la Constitución reformada, t. i (Buenos Aires: Ediar, 2013), 427.



						[18]. Existen algunos territorios y entidades que no son miembros de la ONU, pero que a menudo se consideran países o naciones. Un ejemplo destacado es la Ciudad del Vaticano, que es un Estado soberano pero no es miembro de la ONU. Además, Taiwán es considerado un país por algunos Estados, aunque no es miembro de la ONU debido a la política de “una sola China”. Por lo tanto, hay más países en el mundo que los 193 Estados miembros de la ONU.



						
[19]

. Señala Daniel Bell ya en 1987: “La gran crisis del Estado-Nación es que el Estado se ha hecho demasiado pequeño para los grandes problemas de la vida y demasiado grande para los pequeños problemas de la vida”. Cfr. “The World and United States in 2013”, Daedalus 116, en Anthony Giddens, Consecuencias de la modernidad (Madrid: Alianza, 1997), 117.




						[20]. La protección de los derechos humanos y la integración económica (cfr. art. 75, incs. 22 y 24, CN) se encuentran dentro de los temas que figuran a la vanguardia de este proceso. 



						[21]. “La Constitución federal organiza únicamente al gobierno federal. Los gobiernos provinciales son organizados por las constituciones provinciales. No obstante, la Constitución federal traza algunas pautas: a) la tipología de los gobiernos provinciales debe ser coherente con los del gobierno federal, conforme lo prescribe el art. 5; b) la competencia de los gobiernos provinciales debe tomar en cuenta la distribución efectuada por la Constitución federal entre el Estado federal y las provincias; c) los gobernadores de provincia son agentes naturales del gobierno federal para hacer cumplir la Constitución y las leyes del Estado federal según lo estipula el art. 128; d) deben respetar el art. 31 y el art. 75, inc. 22”. Cfr. Germán Bidart Campos, ob. cit., 428.



						
[22]

. En el Cap. XII, veremos que también la Constitución argentina adopta una forma de gobierno presidencialista, levemente atenuada.




						[23]. La teoría de la separación de poderes fue inicialmente desarrollada por Montesquieu, quien sostuvo: “Todo estará perdido si el mismo hombre [...] ejerciese estos tres poderes: el de hacer leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los delitos o las diferencias de los particulares”. Montesquieu, El espíritu de las leyes [versión española de Siro García del Mazo] (Madrid: Librería de Victoriano Suárez, 1906).



						[24]. Existen hoy, en el Derecho comparado, tres grandes modelos de separación de poderes: el inglés, el francés y el estadounidense. Mientras que el inglés establece la supremacía del parlamento, el francés reconoce cierta prevalencia del poder ejecutivo, y Estados Unidos establece tres poderes en un pie de igualdad y un control de constitucionalidad que se traduce en la garantía de su cumplimiento. Podemos afirmar que la Constitución nacional adoptó el modelo con mayor grado de separación: el de Estados Unidos. Al respecto, véase Alberto Bianchi, en “La separación de poderes y sus diferentes modelos en el Derecho comparado”, El Derecho Constitucional (2017), 1-8; y “Los modelos de separación de poderes y su influencia en el modelo de administración pública”, El Dial (2017), DC2441.



						
[25]

. “Desde el punto de vista exterior, el Ministerio Público aparece como una suerte de cuarto poder [...] y así lo divisa parte de la doctrina (Obarrio y Bianchi). Sin embargo, el miembro informante del despacho mayoritario, Masnatta, fue claro al presentar en la Convención al Ministerio Público como un órgano extrapoder”. Cfr. Néstor Sagüés, Elementos de Derecho constitucional, t. i, 2.ª ed. actualizada y ampliada (Buenos Aires: Astrea, 1997), 542. Por nuestra parte, de modo sucinto, adelantamos la opinión de que se trata de un órgano extrapoder, ya que, más allá de su autonomía funcional y autarquía financiera y la ubicación que le ha dado el constituyente de 1994 en una sección especial dentro del “Gobierno federal”, no puede sostenerse la tesitura de que es un cuarto poder del Estado por cuanto, dentro de sus competencias, no tiene la capacidad de adoptar decisiones finales ni de dictar normas generales y obligatorias, como sí lo pueden hacer los otros tres: v. gr., el Poder Legislativo aprueba las leyes, el Poder Ejecutivo dicta reglamentos y el Poder Judicial dicta sentencias mientras que los integrantes del Ministerio Público solo emiten dictámenes.




						[26]. Su presencia en la Constitución argentina se manifiesta en los arts. 75, 99, 116, 29, 109, entre otros. 



						[27]. Pueden verse en los arts. 50, 56 y 90, CN.



						[28]. Al respecto, véanse, p. ej., los arts. 53, 59 y 60 de la CN, que rigen el juicio político por mal desempeño de las máximas magistraturas de nuestro país.



						[29]. Consagrada en el art. 16, CN.



						[30]. Sostiene Maurice Hauriou que “el poder es la libre energía que, gracias a su superioridad, asume la empresa del gobierno de un grupo humano por la creación continua del orden y del derecho”. Cfr. Derecho público y constitucional (Madrid: Reus, 1927). Por su parte, Alberto Antonio Spota define al poder político como “la capacidad efectivizada en la acción producida realmente de condicionar el quehacer y devenir de una comunidad como todo. Quienes, o quien, posean y practiquen en los hechos esa capacidad condicionante sobre el quehacer de una comunidad como todo poseen poder político”. Cfr. Lo político, lo jurídico, el Derecho y el Poder Constituyente (Buenos Aires: Plus Ultra, 1993), 17.



						[31]. En este mismo sentido se expresa Cassagne cuando afirma que “aparte de la función gubernativa (que reviste carácter superior y excepcional), las funciones del Estado pueden clasificarse desde un punto de vista material en administrativa (actividad permanente, práctica e inmediata que se traduce en actos concretos de alcance individual); legislativa (actividad que consiste en el dictado de normas generales obligatorias) y jurisdiccional (actividad que se traduce en la decisión de controversias con fuerza de verdad legal). Las tres funciones deben perseguir, primordialmente, en su orientación teleológica, la realización del bien común, ya sea en forma inmediata o mediata”. Juan Carlos Cassagne, Curso de Derecho administrativo, t. i, 14.ª ed. (Buenos Aires: La Ley, 2024), 50.



						[32]. El proceso deliberativo democrático, concebido como un procedimiento en el que ciudadanos de igual dignidad, con visiones e intereses contrapuestos y en condiciones equitativas debaten y adoptan decisiones racionales y razonables sobre las cuestiones comunes, es expresión de un altísimo grado de civilización política y jurídica. 



						[33]. La democracia implica situar políticamente al hombre en un régimen de libertad, en el cual la dignidad de la persona, y los derechos que ella ostenta, se hacen realmente efectivos y vigentes. Cfr. Bidart Campos, ob. cit., t. i, 431.



						
[34]

. Hemos desarrollado ampliamente la problemática del bien común político en el sistema constitucional argentino en nuestra obra Bien común y Derecho constitucional (Buenos Aires: Ábaco, 1999), adonde remitimos.




						[35]. Pero la Constitución nacional no se limita a enunciar fines; se pueden señalar, también, claros ejemplos de políticas públicas establecidas en nuestra Ley Fundamental para obtenerlos. Entre las principales, podemos mencionar la cláusula alberdiana del progreso, en el art. 75, incs. 18 y 125; la pauta del progreso humano con justicia social y de igual desarrollo de provincias y regiones, consagrada en el art. 75, inc. 19; los lineamientos del régimen constitucional de coparticipación federal de impuesto, establecidos en el art. 75, inc. 2, párrs. 2-6; la política en relación con los pueblos originarios, normada en el art. 75, inc. 17.



						
[36]

. Cfr. Sagüés, ob. cit., 45.




						[37]. Ibídem, 45-46.



						[38]. Ciertamente, cabe afirmar que Las Bases, de Juan Bautista Alberdi, publicada a mediados de 1852, es una de las primeras obras doctrinarias acerca del Derecho constitucional de las políticas públicas. En ella, Alberdi no se limita a proponer y fundamentar el modo de la organización constitucional, como también ya lo habían hecho de forma extraordinaria Madison, Hamilton y Jay en El Federalista casi setenta años antes, sino que señala y formula las políticas públicas que deberán ser puestas en marcha de manera coordinada y coherente por los poderes públicos que resulten de la organización constitucional. El gran tucumano no se limita a esbozar tan solo la organización institucional, sino que propone las acciones o políticas públicas que deberían ser instrumentadas por los órganos del Gobierno federal para alcanzar los objetivos constitucionales que allí mismo se formulaban. Nos dice Jorge Mayer lo siguiente: “Las Bases no fueron un tratado teórico de Derecho Constitucional. Tenían un fin práctico, exponer los males lacerantes que afectaban al país y los medios para remediarlos [...]. Libro catalítico, iba al fondo de los problemas concretos. La población, los ferrocarriles, la educación, la navegación de los ríos, el respeto a la propiedad, al trabajo y la industria, la seguridad de los derechos humanos eran sus temas cardinales. Por encima de facciones daba en fórmulas sencillas las soluciones coincidentes, que habían buscado los viejos unitarios y los auténticos federales, los que habían emigrado y los que habían padecido la tiranía [...]. Su gran mérito es haber suplantado una política cerrada, en que los distintos sectores dilapidaban sus esfuerzos en destruirse recíprocamente, por una política abierta que proponía nuevas metas comunes en beneficio de todos: libertad, trabajo, comunicaciones, producción agropecuaria, comercio, bienestar general”. Cfr. Las Bases de Alberdi (Buenos Aires: Sudamericana, 1969), 46-47.



						[39]. Los primeros proyectos constitucionales patrios datan de 1813 y fueron preparados para ser sometidos a consideración de la Asamblea del año XIII. Cfr., entre otros, Manuel García-Mansilla y Ricardo Ramírez Calvo, Las fuentes de la Constitución nacional. Los principios fundamentales del Derecho público argentino (Buenos Aires: LexisNexis, 2006), 64-70.



						[40]. Cfr. Alberto Bianchi, Historia de la formación constitucional. Argentina y Latinoamérica (Buenos Aires: Cathedra Jurídica, 2023), 88. 



						[41]. Puede ampliarse en ibídem, 88-103. 



						[42]. El Pacto Federal de 1831, firmado inicialmente por Buenos Aires, Santa Fe y Entre Ríos, fue luego ratificado por todas las demás provincias —existentes en ese momento—, reconoce la existencia de un Estado argentino, organizado como república, formado por las provincias del país que integran una federación.



						[43]. Cfr. Sagüés, ob. cit., 168-169.



						
[44]

. Entre las presidencias de Juárez Celman y Luis Sáenz Peña, fue presidente Carlos Pellegrini (1890-1892). 




						[45]. CSJN, Fallos, 346:543. 



						[46]. Para más información sobre este tema, se sugiere consultar los informes del Observatorio de Decretos Sujetos a Control legislativo (ODCL) de la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, disponibles en https://www.austral.edu.ar/derecho/observatorio-de-decretos-sujetos-a-control-legislativo-odcl [Consulta: 11/11/2024]. 



						
[47]

. Se entiende por delitos constitucionales aquellos directamente incriminados por la Constitución nacional, respecto de los que el Congreso tiene la obligación de adjudicar la pena; ocasión en la que no puede establecer el tipo penal descrito por la Constitución nacional. Cfr. Bidart Campos, ob. cit., t. ii, 340.




						[48]. Santo Tomás de Aquino aconseja “trabajar diligentemente para que el pueblo controle de tal manera al rey, que este no llegue a convertirse en tirano”, pero en caso de que la tiranía sea excesiva, y de tener el pueblo el derecho de elegir a su rey, este puede destituirlo por haber abusado del poder otorgado al haber incumplido “el pacto por el cual ha sido hecho rey”. Cfr. Santo Tomás de Aquino, Tratado de la Ley. Tratado de la Justicia. Opúsculo sobre el Gobierno de los Príncipes. Trad. Carlos Ignacio González, S. J. (México: Porrúa, 1975), 261-266.



						[49]. Es frecuente la confusión, tanto en el lenguaje ordinario como científico, entre gobierno y Estado. Nosotros hemos procurado una clara distinción entre ambos términos.



						
[50]

. Cfr. Karl Lowenstein, Teoría de la Constitución (Buenos Aires: Ariel, 1976), 67.




						[51]. CSJN, Fallos, 247:646.



						[52]. Ob. cit., 487-488.



						
[53]

. Cfr. “El resurgimiento del servicio público y su adaptación en los sistemas de economía de mercado. Hacia una nueva concepcicón”, Revista de Administración Pública, n.º 140 (mayo-agosto 1996). https://dialnet.unirioja.es/descarga/Artículo/17312.pdf [Consulta: 4/7/24]. 




						[54]. Información tomada de Datosmacro.com: https://datosmacro.expansion.com/países/argentina. 



						[55]. Caso “Bahamondez”, sent. del 6/4/1993, LL, t. 1993-D, 125.



						[56]. CSJN, Fallos, 308:987 (1986), y “Ferrari, Alejandro”, LL, t. 1986-D, 308. 



						
[57]

. “Sobre este punto, la solución constitucional tiene aristas conflictivas y exige la concertación entre los Estados locales y el Estado federal, pues el art. 124 declara que corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos natirales existentes en su territorio”. Cfr. María Angélica Gelli, Constitución de la Nación Argentina. Comentada y concordada, 3.ª ed. (Buenos Aires: La Ley, 2005), 689.




						[58]. Ibídem, 688.



						[59]. Al respecto, véase el fallo “Verbistky”, hábeas corpus colectivo en el que se reconoce el derecho a votar de los procesados privados de libertad (CSJN, Fallos, 328:1146); así como el caso “Mignone” (CSJN, Fallos, 325:524). 



						[60]. Desde este punto de vista, podemos afirmar que la nacionalidad es un concepto jurídico: es la norma la que establece quién es nacional de un país y quién no.



						
[61]

. Art. 75, inc. 12, CN: “Corresponde al Congreso dictar los códigos de fondo “y especialmente leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina…”. La ley de nacionalidad vigente es la Ley 346, sancionada en 1869 durante la presidencia de Sarmiento, con sus modificaciones posteriores. Su vigencia fue restablecida luego de recuperada la democracia mediante la Ley 23.059, que dejo derogó el Decreto-ley 21.795, que había sustituido a aquella. Asimismo, dejó sin ningún efecto las pérdidas o cancelaciones de la nacionalidad y de la ciudadanía argentina dispuestas por el gobierno de facto y, en consecuencia, dispuso que los afectados por esas medidas recuperaban su nacionalidad de pleno derecho a partir de la entrada en vigencia de la ley.




						[62]. CSJN, Fallos, 199:165.



						[63]. Cámara Federal de Paraná, “Sosa, Rosana Elizabeth s/ ciudadanía”, 18/11/1996. ED, 172:252. Se trataba de una estudiante universitaria que necesitaba obtener la nacionalidad argentina para que le entreguen su título universitario.



						[64]. Miguel Ángel Ekmekdjian, Tratado de Derecho constitucional, t. ii (Buenos Aires: Depalma, 1994), 527.



						[65]. Puede ampliarse en Carlos María Bidegain, Curso de Derecho constitucional, t. iii (Buenos Aires: Abeledo Perrot, 1995), 47.



						[66]. P. ej., el art. 62 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires establece: “La Ciudad garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos inherentes a la ciudadanía, conforme a los principios republicano, democrático y representativo, según las leyes que reglamenten su ejercicio. El sufragio es libre, igual, secreto, universal, obligatorio y no acumulativo. Los extranjeros residentes gozan de este derecho, con las obligaciones correlativas, en igualdad de condiciones que los ciudadanos argentinos empadronados en este distrito, en los términos que establece la ley”.



						[67]. La CSJN tuvo oportunidad de pronunciarse sobre su constitucionalidad en el caso “Transporte Chaco” (Fallos, 164:344), en que la consideró constitucional en la medida en que el procedimiento de deportación no fuera arbitrario, secreto, opresivo ni injusto, y, por ende, no podía violar el derecho de defensa. Corroborando la necesidad de que la medida de expulsión sea razonable, en la causa “Argüello Argüello s/ acción de amparo”, se hizo lugar al recurso extraordinario y se dejó sin efecto la expulsión (Fallos, 268:405).



						[68]. “Química Merck”, Fallos, 211:162 (1948). Allí la Corte dijo que “el otorgamiento de la nacionalidad argentina a los extranjeros que reúnan las condiciones legales para obtenerla no impide que las normas reglamentarias efectúen distinciones entre argentinos nativos o por opción y naturalizados, para el desempeño de funciones vinculadas con la soberanía y seguridad de la Nación, en tanto no infrinjan los límites de la razonabilidad o no se concreten propósitos persecutorios o de hostilidad”.



						[69]. CSJN, Fallos, 311:2272. La Corte declaró inconstitucional el estatuto docente de la provincia de Buenos Aires, que exigía la nacionalidad argentina para ejercer la docencia, por violar el derecho de enseñar (art. 20, CN). El voto concurrente de Baqué y Petracci establece que toda distinción entre nacionales y extranjeros se halla afectada de una fuerte presunción de inconstitucionalidad.



						[70]. Ekmekdjian aclara que esa igualdad ya le había sido otorgada a los ingleses a partir del tratado celebrado con Gran Bretaña en 1825. Cfr. Tratado de Derecho constitucional, t. iii (Buenos Aires: Depalma, 1995), 532.



						
[71]

. Fallos, 327:5118. Nótese que en los tres Fallos citados se nota una evolución que termina en la inversión de la carga de la prueba. La norma que establece una distinción en función de la nacionalidad se presume inconstitucional y obliga al Estado a demostrar su razonabilidad.




						[72]. En contraposición, Bidart Campos sostenía: “Conforme al texto de la misma Constitución, parece exacta la tesis de Gonzalez Calderón en el sentido de que ella equipara nacionalidad y ciudadanía, como surge del art. 20 [...]. En las normas de la Constitución, pues, todo ciudadano es nacional y todo nacional es ciudadano. Quien no es ciudadano o nacional es extranjero”. Cfr. Bidart Campos, ob. cit., t. i, 407-408.



						[73]. Preferimos la utilización del primero de estos términos por ser más comprensivo de la realidad a la que se alude.



						[74]. Cfr. Sagüés, Elementos…, ob. cit., 285 y 286.



						[75]. El artículo 75 establece, además, que corresponde al Congreso “determinar por una legislación especial la organización, administración y gobierno que deben tener los territorios nacionales, que queden fuera de los límites que se asignen a las provincias”. Lo cierto es que en la actualidad no quedan territorios nacionales; todo el territorio argentino ha sido provincializado, al crearse en 1991 la última provincia “Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur”. El sector antártico argentino se encuentra regido por el Tratado Antártico de 1959.



						[76]. En el acta final se incorporó una cláusula que atentaba contra los legítimos intereses de la Argentina respecto de las Islas Malvinas.



						[77]. La milla marina equivale a 1852 metros.



						
[78]

. Ob. cit., 295-296. 




						[79]. Ibídem.



						[80]. Dice el art. 2 de la Ley 23.968: “Las aguas situadas en el interior de las líneas de base establecidas de conformidad con el artículo 1 de la presente ley, forman parte de las aguas interiores de la República Argentina”.



						
[81]

. Sostiene Bidart Campos que “la parte del espacio marítimo sobre la cual se reconoce ‘dominio’, es de dominio de la provincia costera, y no de dominio federal. En ese espacio, el Estado federal solo tiene jurisdicción limitada a los fines del comercio interprovincial e internacional (en virtud del art. 75, inc. 13) y de la defensa y seguridad del Estado, como asimismo en las causas judiciañes que por el art. 166 son propias de los tribunales federales (p. ej., de almirantazgo, jurisdicción marítima y jurisdicción aeronáutica). La parte del espacio marítimo en la que no hay dominio, sino solo jurisdicción parcial, esta es también provincial, salvo en las cuestiones federales señaladas”. Aclara, no obstante, que al respecto se ha producido una mutación constitucional al sustraerse de las provincias dicho espacio marítimo y su disponibilidad. Cfr. ob. cit., 410-411.




						[82]. La Corte sostuvo que “todas las aguas navegables o no que corran por cauces naturales dentro del territorio de la Republica son bienes públicos de la Nación o de las provincias, según la distribución de poderes hecha por la Constitución nacional [...], que la jurisdicción federal es de excepción y por consiguiente, solo procede cuando los delitos cometidos en los ríos, lagos, canales o lagunas interiores tengan conexión directa con los intereses de la libre navegación y del comercio asegurados por los arts. 26 y 67, inc. 12, de la Constitución nacional” (Fallos, 194:337).



						[83]. Ob. cit., 287.



						[84]. CSJN, “La Pampa, Provincia de c/ Mendoza, Provincia de s/ uso de aguas”, Fallos, 340:1695.
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